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Excelentes miembros del Jurado:  
La presente investigación lleva como título La regulación del arresto ciudadano: 
un análisis de su pertinencia y aplicación y se pone a vuestra consideración con 
el propósito de analizar la eficacia de la potestad que la ley le otorga al ciudadano 
mediante la figura del arresto ciudadano para formar parte de la lucha cotidiana 
contra la delincuencia, la misma que crece día a día de manera desmesurada 
aumentando la inseguridad en nuestra sociedad; esta investigación adquiere 
importancia porque que abarca el tema de la seguridad ciudadana, la protección de 
la propiedad y de la vida, con una base legal establecida en la Ley N° 29372 y el 
artículo 260° del Código Penal y finalmente una necesidad de capacitar a los 
ciudadanos en materia de seguridad ciudadana con la figura del arresto ciudadano. 
De ese modo y cumpliendo con lo estipulado en el reglamento de grados y títulos 
de la universidad César Vallejo, la presente investigación se organiza de la siguiente 
manera: En la introducción se consignará la aproximación temática, trabajos 
previos o antecedentes, teorías relacionadas o marco teórico así como la 
formulación del problema, en el cual encontraremos el problema de investigación, 
los objetivos y supuestos jurídicos, tanto generales como específicos. La segunda 
parte de la investigación aborda el sustento de la investigación, el marco teórico, el 
mismo que tiene un enfoque cualitativo teniendo como instrumentos de estudio, la 
entrevista, la encuesta y el análisis del derecho comparado. Finalmente de 
brindaran los resultados de los análisis de los instrumentos para redactar las 
conclusiones y recomendaciones, todo lo anterior teniendo como base un marco 
bibliográfico y documental. 
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La presente investigación tiene como objetivo, determinar cuan pertinente es 
mejorar la regulación del arresto ciudadano para su correcta aplicación, para tal fin 
se aplicó la técnica consistente en la recolección de datos como la entrevista, el 
cuestionario y el análisis de legislación comparada.  En ese sentido, se concluyó 
que la figura del arresto ciudadano fue y es una herramienta oportuna para que el 
ciudadano pueda formar parte de la lucha que afronta el Estado contra la 
delincuencia; sin embargo, esta figura necesita una oportuna revisión para así 
poder mejorar su regulación y aplicación para obtener mejores resultados ya que 
no se está aplicando de manera efectiva lo que genera una desprotección y 
vulneración del derecho a la seguridad ciudadana. 
 

























The objective of this research is to determine how pertinent it is to improve the 
regulation of citizen detention for its correct application. For this purpose, the 
technique of collecting data such as interview, questionnaire and analysis of 
comparative legislation was applied. In that sense, it was concluded that the figure 
of citizen arrest was and is a timely tool so that the citizen can be part of the fight 
against the State against crime; However, this figure needs a timely revision so as 
to be able to improve its regulation and application in order to obtain better results, 
since it is not being applied effectively that generates a lack of protection and 
violation of the right to citizen security. 
 

















































Para Silva (2013, pp. 16-17), la aproximación temática es aquella investigación 
redactada de manera ordenada y coherente que permite encontrar los hechos que 
permitirán encontrar y comprender el origen del problema  
 
 Asimismo, Otiniano y Benites (2014, p.22), señala que la aproximación temática 
será la descripción minuciosa de aquel fenómeno observado en determinada 
población. También se debe precisar si dicho estudio ya fue realizado con 
anterioridad.  
Al respecto, dichos autores antes indicados concuerdan en que la aproximación 
temática es la descripción coherente y minuciosa que realiza el investigador sobre 
el problema, sin perder la relación con las cuestiones que permiten entender la 
realidad del problema. 
En la presente investigación se pretende analizar cuán pertinente resulta mejorar 
la regulación y por consecuencia la aplicación del arresto ciudadano establecido 
mediante la Ley n°29372, analizar los alcances, las implicancias jurídicas y sociales 
que conllevaron a la vigencia de dicha figura procesal que se encuentra en el 
artículo 260° del nuevo Código Procesal Penal para poder determinar, cuáles 
deberían ser los lineamientos para solucionar los principales obstáculos que 
atraviesan los civiles al momento de hacer efectiva la facultad de ejecutar el arresto 
ciudadano. 
Fue el primer día del mes de Julio del año 2009, que en el Perú, la Ley n° 29372 
entra en vigencia modificando el artículo 259° y el artículo 260° del Código Procesal 
Penal y éste último, facultaba a los ciudadanos a intervenir directamente a cualquier 
sujeto que se encuentre sorprendido en flagrante delito, asimismo ponerlo a 
disposición de las autoridades correspondientes.  
Fue el Poder Ejecutivo quien propuso dicha medida sustentando que nuestro país, 
cada año, registrada aumentos realmente significativos respecto  actos delictivos 




clima de terror y miedo considerándose a nuestro país como uno realmente 
peligroso y de descontrol social. 
Dicho fundamento fue certeramente acogido por el Poder Ejecutivo para poder 
hacer frente a la delincuencia y castigar las consecuencias de lo que se habría 
convertido en nuestro país, en un fenómeno socialmente peligroso que encierra a 
los ciudadanos y los vuelve temerosos de la noche y la oscuridad.  
Se entiende que el fundamento expuesto ante el Poder ejecutivo fue acogido por la 
mayoría de los integrantes, sin embargo no se puede obviar que la mencionada Ley 
n° 29372 responde a los fundamentos de miedo de la sociedad, es una respuesta 
ante una falta notoria de seguridad ciudadana, falta que conlleva al estado a 
otorgarle facultades al civil de actuar conjuntamente con la autoridad competente a 
pelear contra la delincuencia facultando al ciudadano a castigar el delito sin 
extender los conocimientos previos, como lo son los procedimientos a seguir, las 
características, las causas y también las consecuencias que esto podría conllevar 
el efectuar un arresto ciudadano, mucho menos, deslinda de responsabilidades a 
aquellos que quieran ayudar a contrarrestar la delincuencia sin juzgar el escenario 
nacional que conllevó al incremento de la delincuencia contra la que hoy se lucha. 
Es así que se puede entender que la delincuencia y la falta de personal de la Policía 
Nacional del Perú son la causa principal de la figura del arresto ciudadano, a ellos 
podemos sumarle una situación nacional que está lleno de múltiples factores, entre 
ellas, la crisis social que sufre nuestro país y aumenta con los años y con los actos 
de los gobiernos de turno, podría basarse en la indiferencia de los gobernantes ante 
la minoría lo que mantiene y perpetua a una población a la miseria. También 
podríamos hablar de las olas masivas de despidos y cierre de plazas que lanzan 
año a año a una población a la desocupación o la falta de políticas públicas que 
permitan a miles de peruanos que día a día abandonan los penales de nuestro país 
o fuera de él y luchan por reinsertarse en esta sociedad después de haber purgado 
una pena privativa de libertad. 
En tal sentido, si hablamos de las causas que dieron origen a la delincuencia que 
se trata de castigar, sería el Estado el que tenga la entera responsabilidad de 




comprometer al ciudadano común y corriente en una lucha en la cual el debería ser 
el protegido y no el soldado.  
Se podría parodiar de que lo común ante la presencia de un acto delictivo sería que 
el civil que no tenga parte alguna del acto corra y ponga a salvo su vida, y es que 
por intuición, el ser humano se alejará del peligro y pondrá a él y a los suyos a buen 
recaudo evitando cualquier tipo de vinculación con el acto delictivo que acaba de 
presenciar, sin embargo la Ley 29372 busca que el ciudadano tenga la potestad de 
enfrentarse con el delincuente para que mediante un acto de valentía, heroísmo o 
para algunos absurdo, pueda evitar la huida del delincuente y pueda entregarlo a 
las autoridades competentes y es en ese punto en el cual, el Código Procesal Penal 
no prevé ciertas situaciones de la vida real en las que el delincuente y el ciudadano 
puedan encontrarse.  
Otro factor importante son las proporciones de los actos y las armas entre el 
ciudadano y el delincuente o simplemente las condiciones físicas. 
El arresto ciudadano según el código procesal penal en el artículo 260° a letra 
indica:  
[…] 1. En los casos previstos en el artículo anterior, toda persona podrá proceder al 
arresto en estado de flagrancia delictiva. 2. En este caso debe entregar inmediatamente 
al arrestado y las cosas que constituyan el cuerpo del delito a la Policía más cercana. 
Se entiende por entrega inmediata el tiempo que demanda el dirigirse a la dependencia 
policial más cercana o al Policía que se halle por inmediaciones del lugar. En ningún 
caso el arresto autoriza a encerrar o mantener privada de su libertad en un lugar público 
o privado hasta su entrega a la autoridad policial. La Policía redactará un acta donde 
se haga constar la entrega y las demás circunstancias de la intervención. 
La finalidad del arresto ciudadano en el amplio sentido de la palabra es permitir que 
cualquier persona, sin medir ni restringir cargo o edad, pueda detener a otro 
ciudadano si este último es encontrado in fraganti.  
Indica el citado artículo que el ciudadano encontrado in fraganti y las pruebas de la 




También señala que por ningún motivo se puede encerrar o mantener privada de 
la libertad a la persona arrestada, ni en lugares públicos ni privados hasta el 
momento de entregarlo a la autoridad y que al momento de ser entregado a la 
autoridad, ésta emitirá un acta en el cual se haga constar la entrega de la persona 
que estaba bajo el arresto ciudadano. 
Los beneficios del arresto ciudadano saltan a la vista y es que al tener un ciudadano 
común y corriente la facultad de arrestar a otro in fraganti estaría colaborando 
directamente con la sociedad y cubriendo los espacios vacíos que deja en la 
sociedad la falta de efectivos policiales, también es importante el aporte del arresto 
ciudadano en aquellos lugares alejados donde no hay comisarías cerca, crearíamos 
conciencia ciudadana y a toda luz sería un golpe duro a la delincuencia y a la 
inseguridad ciudadana. 
Así también, al hablar de beneficios debemos entrar en cuenta de cuáles serían las 
consecuencias de este actuar, la primera consecuencia que salta a la luz es el 
peligro que aborda al civil que ejecuta el arresto ciudadano, en primer lugar por la 
desproporcionalidad entre civil y arrestado en cuestiones de armas, el ladrón anda 
siempre preparado para llevar a cabo sus fechorías, entre sus elementos de trabajo 
se encuentran las armas blancas y armas de fuego, en cambio un civil, tiene la sola 
preocupación de salir a las calles identificado, quiérase decir, cargar su documento 
nacional de identidad.  
En segundo lugar, la represalia que puede tomar este individuo contra la persona 
que lo arrestó. Podrá salir airoso y hasta podrá burlarse del autor del arresto pero 
en el peor de los casos puede tratar de castigarlo, y el artículo 260° del Código 
Procesal Penal no ha previsto esta situación, no ha explicado como defenderá al 
ciudadano que asume su rol como tal y actúa de acuerdo a Ley y por ente corre el 
riesgo de verse más que comprometido. 
Mirando la otra cara de la moneda y contemplando a todos como sujetos de 
derecho, por el otro lado están los derechos del detenido. Las famosas rondas 
campesinas y la Ley n° 27908 son algunas, por no decir todas, una verdadera praxis 
de lo que no se debe hacer, ciudadanos que cansados de la informalidad y la 




sus manos y es cuando se entregan en comisarías de pueblos rurales o alejados 
de la ciudad, detenidos totalmente golpeados y flagelados, algunos ya agonizantes 
y otros solo dan sus declaraciones desde un hospital o posta. 
Por lo que en ese sentido, es necesario realizar un análisis complejo sobre una 
pertinente mejora de la regulación y aplicación del arresto ciudadano. 
Asimismo, siendo una medida que tenía como fin el combatir la delincuencia, es 
necesario recepcionar los datos en municipalidades y comisarias para analizar el 
modus operandi de los ciudadanos al respeto del arresto ciudadano y así poder 
identificar sus puntos débiles y reforzarlos, encontrar los obstáculos que encuentran 
los civiles al ejecutar ésta medida de coerción procesal penal, solo de ese modo 
podremos aplicar de manera correcta la Ley.  
Finalmente, se observa una problemática de deslinde de responsabilidades ante el 
ciudadano que ejecute el arresto ciudadano, al no existir los parámetros de 
proporción, causas específicas y claras, capacitaciones necesarias y con un 
lenguaje entendible a la población, solo se estaría plasmando letras al código sin 
que esta puedan tener efectos productivos por falta de conocimiento o abuso de los 
mismos. La Ley 29372 es un buen instrumento para que la sociedad se familiarice 
y solidarice en la búsqueda de la seguridad pero no podrá ser usada y ser efectiva 
si no se brindan las capacitaciones o medidas correspondientes. Es por ello que 
considero necesario analizar la medida de coerción de arresto ciudadano para su 
mejor ejecución y plasmar sus lineamientos en un reglamento mediante decreto 
supremo. 
Trabajos Previos 
Se entiende por trabajos previos a la presentación de hechos ya anteriores que 
servirán al investigador para que responder las dudas que se presenten en la 
investigación (Ramírez 2014, p. 76) 
Asimismo, Velasquez y Rey (2007, p. 85), señalan que los trabajos previos son el 




específico, estas responderán las interrogantes que tenga el lector y lo guiara a la 
comprobación con el objetivo que se busca.  
Por último, Monje (2011, p. 76), indica que los trabajos previos, tratan de ser apoyo 
para el investigador en base a su investigación, quiérase decir, a lo que está 
investigando. 
Los conceptos mencionados por los autores previos, dan como resultado que los 
trabajos previos son aquellos estudios que fueron realizados y que ayudaran a 
fortalecer las piezas claves de la investigación a realizar. 
Antecedentes Internacionales 
Caro (2010) en su investigación titulada “La detención y el Arresto ciudadano 
en Latinoamérica” presentada con el fin de recibir el Grado de Magíster en Derecho 
Comparado para la facultad de Ciencias Jurídicas de la Universidad de Bonn 
(Alemania). El objetivo del trabajo fue analizar el nivel de inseguridad ciudadana de 
3 países, dentro de los cuales se encontraba el Perú de Latinoamérica para de esa 
forma conocer cuáles fueron los lineamientos que tomaron cada una para combatir 
éste mal. Dentro de las medidas optadas por cada estado, existe un punto de 
similitud importante de estudio, la figura del arresto ciudadano, sus tipos de 
regulaciones y los medios que otorga el estado para salvaguardar la vida de los 
ciudadanos que opten por la ejecución de esta figura. 
 Diez (2009) en su investigación titulada “El nuevo modelo penal de la 
seguridad ciudadana” para obtener su grado de Doctor en Derecho Procesal Penal 
Internacional en la facultad de Ciencia Penal y Criminología de la Universidad de 
Málaga. El objetivo de esta investigación es identificar el factor principal para la 
creación de la Ley n°29372, la falta de seguridad ciudadana y como el Estado 
peruano implementa con dos artículos una figura procesal que debe ser puesta en 
práctica con supervisión. Se llegó a las siguientes conclusiones: El estado peruano 
no está preparado para entregar facultades de justicia a sus pobladores si es que 
estos no tienen los conocimientos necesarios. La modificación del artículo 260° del 




que es la inseguridad ciudadana si no se extienden los parámetros correctos para 
su aplicación.     
 Cifuentes (2009) en su investigación titulada “La libertad personal” 
presentada en la Universidad de Talca en Chile, el objetivo de la investigación es 
reconocer la libertad personal como derecho fundamental preponderante por sobre 
todas las figuras y normas procesales que puedan ponerle fin. Esta investigación 
basada en la inconstitucionalidad del arresto ciudadano y las rondas campesinas 
llegó a las siguientes conclusiones: Por ser la libertad un derecho constitucional, 
debe garantizarse al retenido la posibilidad de interponer el recurso de Hábeas 
Corpus. El recurso de la aprehensión no debe conducir a la violación del principio 
de igual. Las detenciones no deben ser productos de hostilidad hacia ciertos grupos 
sociales. El arresto ciudadano debe limitarse en derechos del detenido y del que 
aplica el arresto ciudadano. 
Así mismo, encontramos países que también dieron lugar al arresto 
ciudadano como parte de sus legislación, entre ellos podemos observar a Republica 
Dominicana con su Código de Procedimiento Criminal, México con el Código 
Federal de Procedimientos Penales, Colombia con su Código Procesal Penal y la 
Legislación Española con el Código de Procedimientos Criminales de 1882. 
Dichas legislaciones serán materia de análisis para el presente trabajo de 
investigación.  
Antecedentes Nacionales 
Torres (2016) en su investigación titulada “El arresto ciudadano en el distrito 
de Santiago de Surco. Un análisis de la coordinación entre los Comisarios y el 
Serenazgo durante el año 2014”. Presentada a la Pontificia Universidad Católica 
del Perú con el fin de obtener el grado de Magíster en Ciencia Política y Gobierno 
con mención en Políticas Públicas y Gestión Pública de la Escuela de Gobierno y 
Políticas Públicas. El objetivo de la investigación es analizar los procesos de 
coordinación entre las comisarías y los servidores de seguridad bajo la modalidad 
de serenazgos. Estudiar cuales son los límites de estos agentes de seguridad y 




incidencias delictivas producidas en Santiago de Surco. En la investigación se 
llegaron a las conclusiones siguientes: Los ciudadanos que detuvieron a otro en 
delito flagrante, no forman parte de las diligencias respectivas por diversas razones 
personales. En los casos de que un serenazgo realice la detención, es un policía el 
que redacta la documentación debida. Al realizarse ambas conclusiones, se 
entiende que este tipo de procedimientos no configuran un arresto ciudadano, esto 
debido a que los ciudadanos no participan de estas diligencias, después del hecho 
y de la autoridad que se le resta a los serenazgos por parte de la policía.   
Arias (2016) en su investigación titulada “Análisis de la procedencia del 
proceso de habeas corpus, en relación al arresto ciudadano contemplado en el art. 
260° inciso 1° del código procesal penal, en las sentencias emitidas por el primer 
juzgado unipersonal penal de la corte superior de justicia de Arequipa”. Para 
adquirir el Grado de Maestro en Derecho Constitucional por la Universidad Católica 
de Santa María de Arequipa. El objetivo de la investigación es analizar la 
procedencia del Habeas Corpus y el fin principal de proteger la libertad individual 
frente a un arresto ciudadano. Con este análisis se busca que la figura del habeas 
corpus pueda dejar en libertad al que fue detenido mediante un arresto ciudadano. 
Se estudia la legalidad del arresto ciudadano realizado por particulares y las 
condiciones en las que esta se lleva a cabo, sin que amenace la libertad individual 
del detenido. Se realizó un estudio cualitativo debido a la interpretación conceptual 
y doctrinal con un diseño no experimental dado que sus variables en la 
investigación no fueron objeto de aplicación. Se aplicó la observación no 
participante usando las entrevistas y cuestionarios como instrumentos de técnica 
de investigación. Las conclusiones del presente trabajo son: El arresto ciudadano 
en ningún caso tiene como fin privar de libertad a la persona. Su objetivo es 
combatir la delincuencia y la inseguridad, así como prevenir que se cometa el delito. 
La figura del habeas corpus no podría ser aplicada a los detenidos mediante un 
arresto ciudadano dado que este no priva de libertad a la persona. Para las 
personas detenidas mediante un arresto ciudadano, el habeas corpus debería ser 
declarado improcedente. 
Capira (2014) en su investigación titulada “El arresto ciudadano en relación 




Universidad Alas Peruanas en Arequipa. El objetivo de la investigación es 
demostrar cómo el arresto ciudadano vulneraría el derecho fundamental a la 
libertad personal. Se establecen los conceptos de medida de coerción procesal, 
flagrancia y delito. Determinar si los pobladores que participan en los arrestos 
ciudadanos se encuentran debidamente preparados para llevarla a cabo. Las 
conclusiones de la investigación son las siguientes: el arresto ciudadano es una 
facultad otorgada al ciudadano de manera legal mediante una ley, sin embargo el 
ciudadano no tiene conocimiento del concepto del arresto ciudadano. Se determina 
que es a causa del desconocimiento en materia de arresto ciudadano que la 
población incurre en actos de violencia como linchamientos y agresiones hacia los 
detenidos. Los ciudadanos no conocen el procedimiento adecuado al llevar a cabo 
un arresto ciudadano. Se determina que la Constitución solo reconoce como legal 
dos tipos de detención no encontrándose el arresto ciudadano e incurriendo en 
inconstitucionalidad.  
Baca (2014) en su artículo titulado “Las consecuencias y su afectación a los 
derechos fundamentales por el arresto ciudadano y el abuso del derecho” 
presentado como Fiscal Adjunto Provincial Penal y Titular del Ministerio Público en 
el distrito fiscal de Puno para la revista Investigación Alto Andin, publicado el 29 de 
diciembre del 2014. El objetivo del artículo es estudiar el debido proceso para 
ejecutar un arresto ciudadano teniendo en cuenta los derechos fundamentales 
como la dignidad y la libertad personal, analizar las consecuencias que producen 
los abusos de derecho al respecto de la figura del arresto ciudadano no solo al 
privar de la libertad a la persona sino las consecuencias que el detenido puede 
causar a manos de la justicia ciudadana que en la mayoría de casos terminaron en 
linchamientos y actos denigratorios. Estudiar el objetivo del arresto ciudadano y los 
requisitos que deben cumplirse para configurarlo. En el presente artículo se llegaron 
a las siguientes conclusiones: Se define a la flagrancia al descubrimiento inmediato 
del delito, al momento preciso de la perpetración del delito, también, en momento 
inmediato en que el autor del delito es perseguido. Por doctrina mayoritaria se 
divide la flagrancia en tres clases; flagrancia en sentido estricto, cuasi flagrancia y 
presunción de flagrancia. El límite de 24 horas para la detención del arrestado 




detenido en flagrancia, no hace falta tanto tiempo para demostrar su culpabilidad. 
La capacitación prestada a los ciudadanos que podrían hacer efectivo el arresto 
ciudadano debe contener un conceptos claros y precisos de las definiciones y 
diferencias entre detención y aprehensión para evitar malas prácticas. Se debe 
aumentar de manera intensa los programas de capacitación para los servicios de 
serenazgo, policías particulares y otros.  
Teorías relacionadas al tema 
Se necesita analizar aquellas teorías más resaltantes que ayuden a relacionarlas a 
la presente investigación, para eso debemos definir los conceptos importantes de 
esta investigación, para ello, es primordial que analicemos los conceptos que 
diversos autores le dan a las teorías relacionadas al tema, para Monje (2011, p.77) 
las teorías relacionadas al tema son un proceso de construcción o dicho de otra 
manera, una idea alusiva, se orienta en la ubicación del problema como fundamento 
base, su finalidad es dar a conocer al investigador de una manera directa el 
problema para que desde ese punto se pueda analizar los resultados empleados 
en el estudio. Es comúnmente denominado marco teórico.  
El marco teórico según como lo señala Hernández, Fernández y Baptista (2014, 
p.60) otorga una visión de cómo desarrollar correctamente la investigación en el 
cual se puede presentar múltiples ideas. 
Es en ese contexto que se debe mencionar la elaboración de una base teórica a la 
revisión de la literatura que se haga uso para la investigación (Ñaupas, Mejía, 
Novoa y Villagómez 2014, p.173). 
Por ello, se necesita el desarrollo de teorías de investigación que fueron aplicadas 
por diversos autores, antiguas doctrinas y todo lo necesario para abarcar todo el 
contenido de la investigación. 
Al respecto, debemos enfatizar que la presente investigación, estudia y analiza la 
regulación de la Ley 29372 y la pertinencia de una mejora para su correcta 
aplicación, es por ello se necesita tomar mano de las teorías que estén vinculadas 




Marco teórico referencial 
Definición: Arresto ciudadano 
Benavente (2014), en su obra El arresto ciudadano en el Código Procesal 
Penal de 2004 refirió: 
El arresto ciudadano se traduce en una privación provisionalísima de 
libertad de una persona ante la eventualidad de quedar sometida a un 
procedimiento penal (p. 164). 
 
Sobre la idea expuesta por Benavente podemos derivar que el arresto ciudadano 
será el modus operandi ante única y exclusivamente un acto que conllevaría a un 
proceso penal. El arresto ciudadano fue incorporado en el código procesal penal en 
el año 2009 mediante la Ley n° 29372, fue una medida observada como válida y 
oportuna ante la creciente situación delincuencial por el cual travesaba y atraviesa 
año tras año la sociedad peruana. Benavente intenta guiar al ciudadano interesado 
en el proceso por llevar acabo correctamente un arresto ciudadano indicándole que 
esta figura en un modo de privación de la libertad ambulatoria provisional, quiérase 
decir, momentánea, no duradera, solo hasta que las autoridades tomen carta en el 
asunto. Mediante el arresto ciudadano, un civil común y corriente puede hacer uso 
de los medios razonables para poder aprehender, no detener, a un delincuente 
siempre y cuando este sea encontrado infraganti. Una vez que lo haya aprehendido 
tiene la obligación de llevarlo, en el tiempo menos duradero, ante las autoridades 
competentes para que mediante un acta, las autoridades puedan redactar los 
medios por los que esta persona fue aprehendida y de ser necesario, mencionar 
cuales fueron los objetos que se configuraron como medios probatorios del 
supuesto delito.   
 
 Torres (2011) a comparación de Benavente, considera que el arresto 
ciudadano es una detención. Señala que el arresto ciudadano es la forma por la 
cual cualquier persona puede detener, neutralizar o arrestar a un delincuente y 
llevarlo a la comisaría más cercana cuando éste haya sido descubierto en flagrante 
delito. El autor señala que por muchos años, únicamente la autoridad competente, 
en este caso la Policía Nacional Del Perú estaba autorizada para detener a los 




para la sociedad ante la delincuencia, sin embargo, señala que la mencionada 
norma no brindaba habilidad a los ciudadanos a cometer excesos, indica que de 
ser necesaria la violencia, esta debe ser de uso mínimo y es cuando ante la realidad 
se debe analizar una situación importante, ¿acaso los delincuentes no pondrán 
resistencia a una detención?. El delincuente se resiste a la misma autoridad ¿cómo 
no se resistiría a un civil? La violencia o fuerza utilizada en la ejecución de un 
arresto ciudadano debe ser tomado en cuenta en la regulación de la mencionada 
figura, para el antes y el después del arresto ciudadano. 
 
El arresto ciudadano puede ser ejecutado por cualquier persona y ante cualquier 
tipo de delito, sin embargo, en un análisis cotidiano, podríamos resolver que si los 
ciudadanos temen las represalias de un arresto ciudadano causado por el robo de 
un celular, temerán mucho más por las consecuencias que acarrearían sobre ellos 
si es que ejecutaran un arresto ciudadano a personas traficantes de drogas, trata 
de personas, suicidios entre otros. El ciudadano en nuestro país no tiene la 
protección necesaria teórica ni práctica para poder salvaguardar su integridad 
mientras cumple con su rol de ciudadano responsable y comprometido. Los medios 
de protección que se brinden al ciudadano ejecutante del arresto ciudadano y del 
ciudadano aprehendido son fundamentales para que esta figura procesal pueda 
llevarse a cabo. La primera protección es la información, ciudadanos que 
desconocen la materia de arresto ciudadano jamás podrán ponerla en práctica. 
Dentro del artículo 260 del nuevo código procesal penal encontramos cinco 
palabras importantes que todo ciudadano debe conocer para un correcto 
procedimiento del arresto ciudadano.  
 
El arresto ciudadano visto en otros países 
 
Estados Unidos 
En los Estados Unidos de América la figura del arresto ciudadano es más conocido 
como el “Citizen’s arrest” sus reglas varían según el estado en el que vivan los 
participantes de este tipo de arresto, este tipo de arresto se logró mediante al 
derecho consuetudinario, teniendo como origen los arrestos ejecutados por los 




que el Comun Law es importante para los estados conformantes a los Estados 
Unidos debido a que el país en sí, puede exonerar de ciertas responsabilidades al 
personal policial pero no al civil ejecutante de un arresto ciudadano, por ello se 
procura mantener un procedimiento uniforme al menos en el aspecto principal; el 
delito por el cual se ejecuta el Citizen’s arrest. Para los Estados Unidos de América 
a diferencia del Perú, la base principal del Citizen’s arrest es que el delito cometido 
sea un delito de violación a la paz, tanto así que la Corte Suprema declaró que el 
no uso del cinturón de seguridad configura una alteración a la paz. 
 
Si bien se entiende que tienen como principal fundamento arrestar a cualquier 
ciudadano que cometa un acto castigable, también es necesario saber que por la 
autonomía de cada estado, existen algunos que cuentan con leyes más específicas 
y completas, por ejemplo el estado de Nueva York que rige el Citizen’s arrest bajo 
la Ley Penal de NY. En su artículo 35 inciso 4°, el estado de Colorado más allá del 
delito que se cometa, busca que el hecho delictivo se cometa en presencia de la 
persona que es arrestada, una especie de flagrancia y así cada estado es regulado 
por las motivaciones que sean consideradas fundamentales.  
 
Por último, el estado que más legaliza la figura del Citizen’s arrest es el estado de 
California, que en su Código Penal cuenta con la figura del arresto ciudadano en su 
sección 837 codificándolo de la siguiente manera:  
 
“837. Una persona privada puede arrestar a otro: 
1. Por un delito público cometido o intentado en su presencia. 
2. Cuando la persona arrestada ha cometido un delito mayor, aunque no en su presencia. 
3. Cuando un delito grave ha sido de hecho cometido, y él o ella tiene motivos razonables 
para creer que la persona arrestada por haberlo cometido.” 
 
México 
México regula la figura del arresto ciudadano en la Constitución de México de 1917, 
su artículo 16 indica que cualquier persona puede detener a un criminal que sea 





A diferencia de nuestro país, en México la figura del arresto ciudadano ordena que 
el ejecutante debe llamar a la policía y esperar a que sea este el que transporte al 
delincuente detenido ya que hacerlo ellos mismos sería considerado como delito, y 
serían presas de denuncias por privación de la libertad o un crimen como lo es el 
secuestro, esta disposición hace una gran diferencia a la regulación del arresto 
ciudadano mexicano del peruano. 
 
Brasil  
En tierras latinoamericanas encontramos que Brasil mantiene en el capítulo II 
artículo 301 la condición de flagrancia para que cualquier persona y autoridad 
policial pueda detener a un presunto delincuente.  Al igual que la norma peruana, 
Brasil señala en su artículo 302 cuales son los supuestos que constituyen flagrancia 
para ser tomados en cuenta al momento de ejecutar el arresto ciudadano.  
 
Brasil, al igual que México, sostiene que el arrestado y el ejecutante del arresto 
deben esperar a llegada de la policía, también obliga al ciudadano ejecutante del 
arresto a permanecer en todo el procedimiento administrativo y llenar los 
formularios correspondientes de entrega así como declarar lo hechos en los que 





El país colombiano regula el arresto ciudadano con la figura de “captura en 
flagrancia”, está señalada en el artículo 301 del Código de Procedimiento Penal 
Colombiano el mismo que fue modificado en el 2011 que a letra dice:  
 
“ATÍCULO 301. FLAGRANCIA 
Se entiende que hay flagrancia cuando: 
1. La persona es sorprendida y aprehendida durante la comisión del delito.” 
 
Definición: Libertad 




La libertad personal es el conjunto con valor constitutivo que le pertenece 
a la persona humana, encerrando sus derechos y deberes considerando 
que el mismo puede decidir cuál de ellos elegir autónomamente ante las 
decisiones esenciales de su vida (p. 24). 
 
En palabras del autor, la libertad personal es aquella facultad que tiene la persona 
para tomar decisiones tomando en cuenta lo que el mejor considere para su vida y 
podemos tomar aquella definición como válida, sin embargo, para profundizar en 
términos del derecho, recordemos que la Corte Internacional de Derechos 
Humanos en la sentencia del 21 de noviembre del año 2007 respecto al caso 
Chaparro Álvares y Lapo Iñique contra el estado de Ecuador, define en su más 
amplio sentido a la libertad como aquella capacidad que tiene toda persona para 
decidir qué hacer y qué no hacer para todo aquello que se le encuentre lícitamente 
permitido. 
 
Se entiende a la libertad como aquella facultad, potestad, autoridad etc. que recae 
sobre la persona para que esta, de acuerdo a los parámetros y reglas de las leyes, 
pueda elegir entre lo correcto e incorrecto. La libertad del ser humano puede verse 
plasmado en su vida subjetiva como en la objetiva, si bien sabemos que uno es 
libre de poder elegir entre lo que más le convenga sin que esta decisión sea 
perturbada o juzgada por alguien más.  En el caso del arresto ciudadano, debemos 
entender el concepto de libertad es expresa y exclusivamente física, esta que 
refiere al comportamiento y desplazamiento del sujeto de derecho, en este caso, 
del presunto delincuente. Cuando el artículo 260 del código procesal penal señala 
como una limitación al arresto ciudadano el hecho de por ningún motivo se puede 
privar de su libertad al delincuente, hace referencia a su libre movimiento, su libre 
ambulación física sin embargo, por cuestión de razonabilidad y de seguridad, esta 
limitación debería ser debidamente explicada dado que por los motivos ya 
expresados, no podemos permitir que un delincuente, descubierto infraganti, siga 
deambulando como si nada hubiera pasado con las posibilidades, muy seguras, de 





La libertad física en el caso del arresto ciudadano debería ser regulado mediante 
los principios de razonabilidad y proporcionalidad, entendiendo que no se puede 
abusar de las facultades que la ley le otorga al ciudadano, pero tampoco podemos 
caer en el pecado de la confianza y terminar siendo sorprendidos y entonces, todo 
el esfuerzo por, mejorar la aplicación de dicha figura no sería nada, más que una 
carcajada ante la inseguridad y sus participantes. 
Por lo antes mencionado, es necesario recalcar que la regulación del arresto 
ciudadano, debido a la falta de parámetros establecidos respecto del medio o la 
forma en la cual el ciudadano debe actuar mediante la flagrancia y el debido 
procedimiento para la transportación del detenido hacia la dependencia 
correspondiente, hacen de esta figura una de las más observadas por aquellos 
defensores del derecho a la libertad y a la dignidad.   
 
Esto ante las malas prácticas realizadas mediante las rondas campesinas que 
tuvieron amparo bajo la ley 27908 para poder dar solución a los constantes abusos 
que fueron constatados por los comuneros y los ciudadanos de aquellos pueblos 
lejanos que reclamaban justicia y ante la falta de respuesta por parte de las 
autoridades competentes, tomaban y hacían justicia por sus propias manos, 
llegando así a entregar a supuestos delincuentes en estos realmente graves, con 
lesiones graves, leves y algunos al borde de la muerte. Claro está que no solo 
limitaban su libertad por la mala aplicación del arresto ciudadano, sino que también 
atentaban contra la vida y la integridad de los supuestos delincuentes que, a pesar 
de todo, son sujetos de derecho. 
 
Definición: Flagrancia 
Hernández (2013), en su obra Aprehensión, detención y flagrancia refirió: 
La flagrancia se origina del latin flagrans, tiene como significado lo que se 
está ejecutando actualmente. En un concepto jurídico, la flagrancia 
mantiene relación entre el delincuente y el hecho, se constituirá flagrancia 
siempre y cuando el delincuente sea encontrado en el momento del hecho 
(p. 1772). 
La flagrancia es el concepto que se le brinda al presente del acto delictivo, para que 




fueron realizados los delitos, para configurar una flagrancia debe existir un hecho 
perpetrándose en ese momento. 
 
El artículo 260 del código procesal penal hace referencia a una flagrancia delictiva, 
esa es aquella en la que el delito tiene el tiempo presente, quiere decir que se acaba 
de cometer, en esos casos el ciudadano puede aplicar el arresto ciudadano, al 
haber identificado al sujeto. También se configura flagrancia delictiva en la figura 
del arresto ciudadano cuando el delincuente es perseguido al momento de haber 
cometido el delito, es capturado después de haber sido identificado como autor de 
un delito o cuando es perseguido y detenido con materiales u objetos que hagan 
prever o sospechar que esta persona es el autor de un delito realizado dentro de 
las 24 horas. 
 
Para comprender mejor la Ley 29372, constituye flagrancia en cuatro 
oportunidades; primero cuando el presunto delincuente es descubierto mientras 
realiza el hecho delictivo, segundo cuando el presunto delincuente acaba de 
realizar el hecho delictivo y pudo ser descubierto, tercero cuando el presunto 
delincuente logró darse a la fuga pero fue identificado mientras perpetraba el hecho 
delictivo o inmediatamente después del hecho por alguna persona que haya sido 
testigo del hecho por cualquier medio que registre el rostro del presunto delincuente 
y este haya sido perpetrado durante las primeras veinticuatro horas y cuarto, 
cuando el presunto delincuente es identificado y encontrado dentro de las 
veinticuatro horas de haber sido perpetrado el hecho, éste debe ser encontrado con 
instrumentos o medios probatorios (señales en su rostro o vestimenta) de haber 
sido autor o participe del hecho delictivo 
 
La flagrancia delictiva en el arresto ciudadano es el primer supuesto necesario para 
poder configurarse como tal dado que, es necesario que los ciudadanos tengan las 
pruebas suficientes y necesarias para poder expresar el motivo por el cual se está 
entregando al supuesto delincuente a la autoridad competente. De este modo 
podemos evitar las suposiciones o los rumores como también las falsas denuncias 







Machiato (2010), en su obra Concepto del delito refirió: 
El delito es el comportamiento del ser humano que intencional o a causa 
de una imprudencia, actúa contrario a lo ya establecido por la ley (p. 222). 
 
Se puede entender que el delito es la conducta del ciudadano que reacciona en 
contra de lo ya estipulado por la ley, se denomina conducta antijurídica, ir en contra 
de lo ya tipificado por la Ley. Por ejemplo, si la ley dice que está prohibido manejar 
en estado de ebriedad y al salir de una reunión después de haber ingerido alcohol 
una persona se pone al volante y emprende camino, éste acto está considerado 
como delito al haber actuado el conductor contra lo que la ley ya demando como 
prohibido.  
 
Por sobre las leyes estrictamente estipuladas por la literalidad, se entiende como 
delito a todo aquel acto que recibo como respuesta la condena desde los puntos de 
vista éticos y morales.  Esto ya es proveniente de las costumbres y del entorno 
social, por ejemplo, se dice que es delito gastar tanto dinero en ciertas cosas, o que 
tenemos por aprendido que hacer o no hacer tal o cual cosa es delito.  
 
Para la vía judicial los delitos penales se encuentran tipificados y castigados por la 
ley penal, estos delitos son castigados según su intencionalidad, es de ella que 
encontramos los delitos por dolo y por culpa, en ellos versa la intencionalidad o la 
imprudencia del actor del delito, existen también por delitos por comisión u omisión, 




Calderón (2011), en su obra El AEIOU del derecho penal refirió: 
“La restricción de la libertad personal ha sido tratada por las normas 
constitucionales como procesales con carácter excepcional […] constituye 





La detención es considerada por la autora como la restricción del libre tránsito 
ambulatorio, aquella limitación de la libertad física. Así, Hernández (2013) señala 
que la detención se encuentra bajo la potestad de la autoridad dado que ésta es la 
única competente de poder privar al ciudadano de la libertad física mediante la 
práctica de alguna diligencia ordenada por mandato judicial o en flagrante delito. La 
detención solo puede ejecutarse para aquellos casos estrictamente establecidos u 
ordenados por la ley. La detención es la privación estricta de la libertad física de la 
persona, esta puede poner límites al tránsito de la persona en detención por orden 
y bajo la supervisión de la autoridad policial. La detención es una medida autorizada 
por la autoridad judicial para ser ejecutada por la policía nacional del Perú en casos 
de flagrancia y orden o mandato judicial. Para la detención La detención puede 
clasificarse en dos:  
 
Detención preventiva extrajudicial 
Meza (2014) en su obra titulada Ejecución de penas limitativas de derecho 
y la seguridad ciudadana señala que: “Es realizada por la autoridad policial 
en caso de flagrante delito” (p.49) 
 
La detención preventiva extrajudicial se encuentra destinada para la detención 
policial efectuada por flagrancia del delito tal como lo señala el artículo 259° del 
código procesal penal, esta es ejecutada sin la necesidad de alguna orden o 
mandato judicial como consecuencia de algún proceso judicial en curso, no 
necesita el pronunciamiento judicial o de alguna autoridad, esta detención se 
produce a consecuencia de la flagrancia, es más conocida como detención policial 
dado que es la autoridad policial la que se encuentra autorizada para ejecutarla. La 
detención policial puede ser ejecutada por un plazo de 24 horas o según el término 
de la distancia en caso de delitos comunes, para aquellos casos en los que los 
delitos son espionaje, terrorismo o tráfico ilícito de drogas, la detención puede durar 
solo 15 días. Este tipo de detención se debe dar aviso a Ministerio Público. 
 
Detención Preliminar Judicial 




En aquellos casos en los que amerite urgencia y peligro por la detención a 
fin de evitar que el proceso sea perturbado o algún medio probatorio pueda 
ser sustraído (p.79) 
 
La detención preliminar judicial se inicia antes de comenzar formalmente la 
investigación, sea de a pedido de la policía o de oficio, en cualquiera de los dos 
casos el fiscal puede solicitar al juez penal que se encuentre de turno para que éste, 
motivadamente dicte y escriba, según los medios probatorios que tenga a su 
alcance y las actuaciones que le fueron remitidas, la detención preliminar por un 
plazo hasta de 24 horas, esto se da cuando no se presenta el caso de flagrancia. 
 
Cuando los casos tratan de delitos cometidos por organizaciones criminales, sean 
estos como la trata de personas, tráfico ilícito de drogas, secuestro, terrorismo, 
lavado de activos y extorsión, la detención preliminar puede llegar a tener un plazo 
de hasta siete días naturales a solicitud del fiscal, esto siempre y cuando no se haya 
presentado el supuesto de flagrancia o el detenido en el supuesto de flagrancia 
haya puesto resistencia a la detención, o cuando el fiscal considere que existen 
motivos suficientes y fundamentadas para determinar que el detenido cometió el 





Definición: Seguridad ciudadana: 
Brotat (2010) en su obra un concepto de seguridad ciudadana señala que: 
La seguridad ciudadana es el interés de en común de toda la sociedad y la 
población que toma como referencia a la creciente de la delincuencia y sus 
consecuencias en la población y en el futuro de la sociedad (p.66) 
 
La seguridad ciudadana es el concepto abstracto que nace a raíz de un concepto 
real, la inseguridad y la delincuencia hace que el pueblo tenga la necesidad de 
combatir contra ella y de esa manera nace el concepto de seguridad ciudadana 




colectivo de la sociedad, este concepto de seguridad ciudadana es uno de los 
criterios fundamentales que se deben de tener en cuenta para que un lugar sea 
considerado seguro y asegurar que brindará una calidad de vida. 
 
Velar por la seguridad ciudadana era parte de los funciones de las autoridades 
competentes al orden público y combate contra la delincuencia como lo es la policía 
nacional del Perú, con el tiempo y con el aumento de la delincuencia, los pobladores 
de distintos distritos en nuestro país tuvieron que contratar servicios de privados y 
terceros para poder asegurar sus seguridad ciudadana debido a la falta de personal 
policial en las calles, es así que nacen los famosos “wachimanes” personas civil 
contratados por terceros para suplir la labor de vigilar la seguridad de ciertos 
territorios, con el tiempo y por la importancia que amerita, las municipalidades 
también aumentaron sus aportes a las áreas de seguridad ciudadana o vecinal, 
aumentando personal de seguridad, los llamados “serenazgos” y aumentando el 
fondo para seguridad comprando autos inteligentes, capacitando en seguridad a 
sus agentes e  implantando medidas de seguridad y protección como cámaras etc.  
 
El día de hoy, las comunidades y pobladores de distritos, urbanizaciones y calles 
son el conjunto de fuerza que buscan restablecer la seguridad ciudadana en sus 
distritos ante la ausencia de las autoridades competentes, la seguridad ciudadana 
ya no es trabajo solo del Estado, no es centralmente trabajo de las municipalidades, 
hoy la seguridad ciudadana es un trabajo y un deber de los propios ciudadanos que 
buscan restablecer la tranquilidad y la paz en sus cuadras y distritos.  
 
El arresto ciudadano y los personales de seguridad: serenazgo 
El 2009 fue un año trascendente en la historia de la lucha contra la delincuencia 
tomando a mano la fuerza de la población, existieron votos de confianza y en contra 
pero sobre todo existía un aura de incertidumbre debido a la problemática de que 
si la figura del arresto ciudadano debía ser también facultad de los personales de 
seguridad o los serenzgos. Los serenos y la figura del arresto ciudadano fueron una 
pieza clave para encontrar una irregularidad en la contratación de estos personales, 
tanto comunidades vecinales como municipalidades contratan de manera privada 




sin embargo la facultad que reviste al ciudadano ante el arresto ciudadano llevó a 
la sociedad a preguntarse si el serenazgo es un civil más o según sus funciones es 
contado como un servidos público.  
 
El aquel entonces adjunto de los asuntos constitucionales de la defensoría del 
pueblo Oscar Aizanoa Vigil, el 6 de junio del 2009, días antes de la promulgación 
de la ley del arresto ciudadano, visualizó el vacío legal en el que se insertaba a los 
serenos. Es así que se tienen posturas que indican que los serenos no podrían 
hacer uso de esta facultad debido a que ellos actúan como funcionarios públicos, 
estos pueden ejecutar un arresto en flagrancia sin embargo no puede acatarse a la 
figura del arresto ciudadano, caso contrario deberían estar acogidos y amparados 
bajo el marco de la legítima defensa tal como lo señala el numeral 3 en el artículo 
20 del Código Penal, de esa manera se indicaba que los serenazgos podrían 
ayudar a los civiles a ejecutar el arresto o en la espera o transportación del 
delincuente a la entidad correspondiente pero que no podrían ser ellos los titulares 
de la ejecución.  
 
Es necesario que la norma señale literalmente si los serenzgos pueden o no 
ejecutar el arresto ciudadano ya que según la práctica, son estos los que trabajan 
en un apoyo a la Policía Nacional del Perú en la lucha contra la delincuencia y el 
apoyo a la seguridad ciudadana, entonces ¿Por qué no serían facultados para 
ejercer una figura que busca erradicar la delincuencia?  Existe también la necesidad 
de regular la práctica de las contrataciones de este tipo de personal de apoyo a la 
seguridad ya que necesitamos personal realmente capacitado para poder blindarlos 
de facultades tan importantes como las de arrestar a un presunto delincuente, por 
los derechos que la persona tiene y por su propio bienestar.  
 
Tanto el personal de seguridad como serenzago al igual que la población debe ser 
capacitada en materia de arresto ciudadano para que juntos puedan ser un soporte 
y firme apoyo a la policía debido a la falta de personal que se evidencia al momento 







¿Cuán pertinente es mejorar la regulación y aplicación del arresto ciudadano? 
Problema Específico 1 
¿Cuáles son los obstáculos que enfrentan los civiles al momento de hacer efectivo 
la facultad de ejecutar un arresto ciudadano? 
Problemas Específicos 2 
¿Cuáles son los lineamiento para mejorar la regulación y aplicación del arresto 
ciudadano? 
 
Justificación del Estudio 
La justificación del estudio es aquella argumentación que el investigador encuentra 
como pertinente para analizar ciertas conductas o situaciones que el encuentre 
como carentes. Se debe demostrar cuán importante es la necesidad de analizar o 
estudiar cierto tema justificando el gasto de recursos monetarios así como el tiempo 
y el esfuerzo dedicado al trabajo de investigación (Monje, 2011, p.68). 
Para Terrones (1998, p. 222), la justificación del problema de investigación es nada 
más que la exposición clara y precisa de porque se debería tomar en cuenta una 
problemática, explicar si el estudio de la misma será importante para una minoría o 
para la sociedad en conjunto.  Señala que lo más importante es el fin que persigue 
la investigación. 
Según Otiniano y Benites (2014, p.11), la justificación del estudio consta de una 
división precisa e importante, el autor divide a la justificación en: justificación 






La justificación teórica pretende resolver la inquietud del investigador al profundizar 
aquellos enfoques teóricos que existan como parte explicativa del problema. Dichos 
enfoques tienen como objetivo, mediante el profundo análisis, llegar a conclusiones 
avanzadas generando nuevas explicaciones que sean capaces de generar nuevas 
recomendaciones para evolucionar el conocimiento que se tenía en investigaciones 
iniciales. (Valderrama, 2002, p. 140). 
La presente investigación se encuentra respaldada en derecho a la libertad, a la 
paz y a la seguridad, se necesita estudiar los principios de legalidad , debido 
proceso y legítima defensa para poder ejecutar correctamente el arresto ciudadano. 
Como base teórica necesitamos estudiar los beneficios y consecuencias que traen 
consigo la figura del arresto ciudadano y cuan pertinente es una mejora en su 
regulación para una correcta ejecución. 
Justificación Metodología 
Es aquella justificación que busca, mediante la metodología y sus diversas técnicas 
e instrumentos como lo son las encuestas, entrevistas, etc, entregar aportes nuevos 
de estudios recientes al problema de investigación. Son una muestra escrita de la 
realidad que servirán a la investigación actual como a las futuras para visualizar la 
evolución del problema o de la recomendación. (Valderrama, 2002, p. 140). 
La información vertida en el presente trabajo de investigación fueron reclutadas de 
fuentes ciertamente confiables por lo que pueden ser tomadas como ciertas, de la 
misma forma fueron redactadas tal o como lo señala el la Norma APA asi como el 
Manual de redacción de la Universidad César Vallejo. 
Justificación Práctica 
La justificación práctica es aquella que fundamenta y sustenta el autor de la 
investigación mediante su desempeño y prolijidad en el pro ceso de la investigación 
para obtener fines académicos, personales etc. Mediante esta justificación el autor 
extiende sus conocimientos ara una contribución a la sociedad brindando 
soluciones concretas a sectores públicos y privados siempre y cuando estas lo 




Por tanto, antes la descripción ya expuesta en los párrafos anteriores, la presente 
investigación se basa en la tiene una justificación teórica pretendiendo analizar 
cuan oportuno sería una mejora en la regulación del arresto ciudadano para su 
correcta aplicación. También aportamos una justificación metodológica al emplear 
un método científico que permite generar conocimientos válidos y confiables 
teniendo en cuenta la situación del ciudadano que pretende acogerse a la Ley 
29372. Por último, la presencia de la justificación práctica, en la medida que con la 
presente investigación no solo se podrá obtener un grado, sino que con las 
recomendaciones oportunamente acogidas, se podrá brindar y capacitar 
información directa y eficaz a la ciudadanía para el efectivo y correcto uso de la 
figura del arresto ciudadano. 
 
Objetivos 
La división de los objetivos en un trabajo de investigación se clasifica en general y 
específicos, siendo el objetivo general la base primordial de la investigación. Este 
objetivo general genera el problema base de la investigación. (Martínez y Ávila, 
2009, p. 93). 
Teniendo en cuenta los aportes antes mencionados en párrafos anteriores, 
señalamos los objetivos del presente estudio:   
Objetivo General 
Determinar la pertinencia de mejorar la regulación y aplicación del arresto 
ciudadano. 
Objetivo Específico 1 
Conocer los obstáculos que enfrentan los civiles al momento de hacer efectivo la 
facultad de ejecutar un arresto ciudadano. 




Determinar los lineamientos para mejorar la regulación y aplicación del arresto 
ciudadano. 
Supuesto Jurídico 
El supuesto jurídico es la situación actual en estudio al que se le plantearán 
respuestas o soluciones (Monje, 2011, p.32). Sin embargo, dicho supuesto solo 
tendría como fin explicar el motivo de los hechos (Silva, p. 40). 
Namakforoosh (p. 20) afirma que la veracidad de los supuestos se verá reflejados 
al final de la investigación cuando se extiendan las respuestas a los problemas de 
la investigación. 
Asimismo, Silva (p. 40) indica que los supuestos son posibles explicaciones, una 
tentativa de la razón por la cual se originaría el problema sin asegurarlo hasta antes 
comprobarlo.  
Se puede entender por las afirmaciones de los autores mencionados párrafos arriba 
que, los supuestos jurídicos son una especie de respuesta que se da al problema 
de la investigación, sin embargo, dichos supuestos no pueden ser contados por 
certeros o validos sino hasta la culminación del trabajo de investigación. 
En ese sentido, la presente investigación tiene como respuesta a los problemas 
planteados los siguientes supuestos: 
Supuesto Jurídico General 
Teniendo en cuenta que el presente ordenamiento jurídico no está previsto los 
límites, las consecuencias ni los conocimientos básicos y teniendo en cuenta los 
vacíos legales que se encuentran en ella para llevar a cabo un arresto ciudadano, 
es oportuna la creación, modificación o reglamentación de parámetros que ayuden 
a la mejoría de la regulación del arresto ciudadano para una mejor aplicación en 
beneficio de la sociedad y sin que esta genere consecuencias innecesarias. 




Los mayores obstáculos presentados a los civiles al momento de hacer efectivo el 
arresto ciudadano son la falta de información de los conceptos y procedimientos 
del arresto ciudadano, la falta de capacitación en la materia, la carencia de 
características explícitas al momento de realizar las diligencias y la falta de personal 
policial cercano, esto sumado a la desprotección bajo la que actúa el ciudadano. 
Supuesto Jurídico Específico 2 
Los lineamientos necesarios para la mejora de la regulación del arresto ciudadano 
son: 
La reglamentación de la figura del arresto ciudadano en el cual, literalmente se 
estipulen las condiciones en las que se debe llevar un debido procedimiento del 
arresto ciudadano. 
Una uniformidad de características estipuladas para la redacción de las actas de 
entrega de los detenidos a la policía nacional del Perú. 
Un mecanismo de protección al ciudadano y al detenido como derecho fundamental 
a la libertad y la legítima defensa basada en los principios de proporcionalidad y 
razonabilidad.  
Determinar si el personal de seguridad, específicamente el serenzago, tiene la 
potestad de actuar bajo la facultad otorgada por el arresto ciudadano y de ser 
afirmativa, regular el actuar homogéneo de este personal en el procedimiento del 
arresto ciudadano. 
Informar y capacitar a la población juntamente con el personal de serenazgo y 
Policía Nacional para que en conjunto se obtenga un único procedimiento y actuar 









































2.1 Tipo de Investigación 
Para  determinar el tipo de investigación es importante determinar la metodología, 
un estudio sistemático de todos aquellos métodos utilizados por la ciencia que 
puedan dar una mejor explicación de la realidad haciendo uso de los análisis o 
descripción y también de la valoración de los distintos métodos de investigación. 
(Ponce de León, p.66). 
Así mismo Otiniano y Benites (2014, p.50) menciona que es la columna vertebral 
del proyecto, es decir la raíz de la correcta valoración de la investigación. Estas 
serían las técnicas y recolección de datos mediante los instrumentos y 
procedimientos, por lo que metodología es el poder de interpretación del tema de 
investigación. 
La presente investigación tiene como base el enfoque cualitativo, está basada en 
un conjunto de datos recogidos con el fin de generar una crítica al análisis de los 
instrumentos. Mediante la información recolectada, se podrá generar respuestas, 
conclusiones y recomendaciones al problema de investigación.  
Tal como lo expresa Hernández Sampieri, Fernández y Baptista (2006, p. 22), se 
presupone que toda investigación cualitativa, tendría una visión respecto de la vida 
real de una manera relativa y solo mediante el estudio se podría llegar a entender.  
 
2.1.1   Tipo de Estudio 
El tipo de estudio de la presente investigación será cualitativa, el estudio está 
orientado a analizar cuan pertinente resulta una mejora en la regulación de una Ley 
y para analizar debemos comprender los motivos por los cuales se demuestra la 
ineficiencia en la aplicación de la ley en cuestión.  
Por ello, la presente investigación es básica, en razón a estar dirigida a una 
búsqueda nueva de conocimientos, sin el interés de obtener resultados específicos 
e inmediatos, por el contrario, busca generar una base para nuevos conocimientos 




búsqueda  y orientación para la solución de problemas. (Dirección de Investigación, 
2014, p 4.). 
Es preciso indicar que, se hace uso de un nivel de estudio descriptivo dado que se 
observan fenómenos reales, pudiendo describir aquellas características y 
cualidades de los fenómenos que se estudiaron en la presente investigación. 
El fin de toda investigación real que tenga como orientación la comprensión de la 
situación, es el de lograr describir y a la vez interpretar aquella realidad estudiada. 
(López, p. 4). 
2.2    Diseño de Investigación 
El diseño es la manera de lograr abordar en manera no específica aquello que se 
estudiará en la investigación. Hernández, et.al (p. 470). 
Debido a ella, a la presente investigación se aplicará el diseño de la Teoría 
Fundamentada debido a que, este diseño produce en las investigaciones una 
argumentación explicita de aquellos fenómenos estudiados. Este diseño generará 
teorías que nacerán de los datos obtenidos mediante los instrumentos de análisis 
de la investigación. (Hernández, et.al p. 496). 
En ese sentido, ésta investigación se centra en la problemática que atraviesan los 
ciudadanos al no ser pertinente la presente regulación de la figura del arresto 
ciudadano, analizando cuales son las consecuencias que acarrearían los civiles 
ante la inseguridad ciudadana. Por ello, el objetivo principal del presente trabajo de 
investigación, será buscar una solución a la presente regulación de la figura del 
arresto ciudadano para determinar cuan oportuno es una mejoría para su correcta 
aplicación. 
2.3 Caracterización de Sujetos 
La caracterización de sujetos no es nada más que aquella descripción de todo aquel 
que forme parte de la investigación. (Otiniano y Benites 2014, p. 13). 
En la presente investigación contamos con la participación del Doctor César Bazán 




Defensa Legal hoy doctor del Instituto de Sociología de la Universidad de Friburgo, 
Alemania y ALMA Fellow de Arnold Bergstraesser Institut, quien a lo largo de su 
desempeño como abogado de la defensoría legal en nuestro país conoce las 
fortalezas y deficiencias del sistema de seguridad en nuestro país, así mismo se 
tiene como participante al Comandante de la Policía Nacional del Perú Engels de 
Tomas Vicente quien es autoridad competente en materia de seguridad nacional, 
también la participación del agente policial Sub oficial de segunda William Manuel 
Sembrera Campos.  
También contamos con la participación del fiscales titulares y adjuntos quienes día 
a día revisan casos de arrestos ciudadano que tomaron forma de denuncias 
penales formales gracias a éste obrar como también son testigos de las 
consecuencias que acarrea un mal procedimiento por falta de información u 
cualquier otra motivación.  
Finalmente, nuestras encuestas cuentan con la participación de quince civiles 
residentes de distritos, edades y profesiones diversas quienes de manera inmediata 
respondieron a las preguntas en materia de arresto ciudadano sin una previa 
preparación en la materia para poder recolectar de esta manera el conocimiento 
que tiene la población acerca del arresto ciudadano.   
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2.4 Población y Muestra 
Según Otiniano y Benites (2014, p. 6) se entiende por la población como el conjunto 
de personas que tienen caracteres iguales que van a ser de investigación. Sin 
embargo, la muestra es un número de casos reducidos. 
En la presente investigación, se usaron las entrevistas y encuestas como técnicas 
de recolección de datos, aquellas que responden a una investigación de enfoque 




La muestra de la presente investigación serian 7 entrevistas y 15 encuestas, las 
mismas que fueron designadas en cantidad según la conveniencia del investigador. 
2.5 Técnicas e Instrumentos de recolección de datos 
A propósito de la recolección de datos, Behar (2008, p. 55), indica que son aquellas 
herramientas que se utilizaran en el proceso de la recolección de datos para dar 
solución al problema de investigación. Gracias a estas herramientas se podrá 
analizar y estudiar la información adquirida en el proceso de la investigación. La 
entrevista, la observación, el cuestionario, etc. son parte de este conjunto de 
herramientas. 
La presente investigación, en su desarrollo de recolección de datos, tomó mano de 
herramientas adecuadas a una investigación que maneja un enfoque cualitativo.  
Técnicas  
 
Entrevistas: Es aquella técnica en la cual los sujetos implicados pueden tener una 
confrontación mesurada debido al juego de preguntas y respuestas que no siempre 
concuerdan. El fin de estas preguntas es contribuir al fenómeno del estudio. 
(Ramírez, p. 49). 
Así mismo, se caracteriza, principalmente, por ser flexible, porque las preguntas 
que se plantean se adecuan al entrevistado, es muy importante aplicarlo en un 
contexto social ya que resulta fundamental para la interpretación de significados, 
las redacciones de las preguntas se realizan de forma neutral y sobre todo abiertas 
porque lo que se pretende con una entrevista es obtener las experiencias, opiniones 
detallas de los participantes en base a su experiencia. 
Encuestas: La encuesta es aquella técnica mediante la que se adquiere 
información con interés sociológico haciendo uso de un cuestionario elaborado y 
previamente validado. A través de este cuestionario se puede determinar la opinión 
y valoración de los sujetos entrevistados acerca de la materia de investigación. 




La encuesta es el instrumento que está conformado por una serie, relativa y con 
concordancia, de preguntas acerca de la materia de investigación. Todas las 
preguntas tienen relación entre si y tienen un máximo de 3 respuestas. La encuesta 
recoge puntos de vista, opiniones y sugerencias por medio de respuestas concretas 
como el sí o el no, es una manera directa que también puede recoger respuesta y 
opiniones usando la tecnología mediante correos electrónicos o llamadas 
telefónicas, todo medio por el cual se pueda recolectar la información mediante la 
respuesta de preguntas directas será considerado como encuesta. 
Análisis de Legislación de Derecho Comparado: Es el análisis de distintas 
jurisprudencias, legislaciones, normas y todo tipo de regulación comparada que 
permita al investigador identificar los medios usados en otros países que también 
regulan la figura del arresto ciudadano. 
2.5.2. Instrumentos 
 
Guía de preguntas de entrevistas: Elaborada con preguntas claras, directas y 
abiertas con el fin de que el entrevistado pueda con plena libertad responder según 
sus conocimientos del tema. 
Guía de preguntas de cuestionario / Ficha de análisis de encuestas: Se 
encuentra elaborado con preguntas precisas que conlleven a respuestas claras y 
cortas ofreciendo al entrevistado una serie de respuestas alternativas como el sí, 
no, etc. 
Ficha de análisis de legislación de derecho comparado: Está conformado por 
preguntas específicas acerca de la descripción de la norma o ley que se está 
investigando, en la presente investigación se determina la finalidad, el objeto y los 








La presente investigación analizó los datos con: 
Método hermenéutico, ya que se ha explicado, en algunos casos traducido e 
interpretado las opiniones de distintos entrevistados, con el fin de instruir a la 
investigación.  
Método sistemático, toda vez que se ha analizado las entrevistas de los diferentes 
especialistas respecto al tema de investigación, interpretando los datos a través de 
los instrumentos aplicados, generando el contraste de diversos razonamientos 
obtenido. 
Método exegético; debido a que se pudo identificar el significado que tienen para 
los entrevistados los reglamentos jurídicos implicados en la investigación y también 
del resto de conceptos que son necesarios para poder entender la figura del arresto 
ciudadano. 
Método interpretativo, este es el método que interpreta todo documento jurídico, 
entre el cual se hace un análisis propio dándole un sentido a la norma o a cualquier 
documento que contenga un razonamiento jurídico valido para el derecho.  
 
El método inductivo, este es el que busca poder recopilar, juntar la información 
de las pequeñas conclusiones para poder así generar una conclusión general. 
 
El método deductivo, es el método contrario al anterior mencionado, esta intenta 
encontrar una conclusión específica entre mucha información general. 
 
2.7 Tratamiento de la Información: Categorización 
Categorización  
Según Silva (2014, p.22), la categorización es el marco que se utiliza como 
referencia para lograr una organización adecuada de los resultados obtenidos a 
través del análisis de los casos u cualquier otro medio, como las entrevistas y/o 
jurisprudencias analizadas. Estos deben mantener coordinación con los objetivos 











¿Considera Ud. que el arresto ciudadano está debidamente 
regulado en el artículo 260 del nuevo código procesal penal 
modificado por la Ley 29372? 
 
Reglamentar el arresto ciudadano mediante un Decreto 
Supremo, según su punto de vista ¿Sería adecuado? 
 
¿Ud. considera que el civil que ejecuta el arresto ciudadano se 
encuentra adecuadamente protegido por el Ordenamiento 
Jurídico? 
 
A su juicio ¿Cuáles serían los lineamientos necesarios para 
mejorar la regulación y aplicación del arresto ciudadano? 
 
 
A su juicio ¿en qué aspectos se advierte una correcta o 
incorrecta aplicación del arresto ciudadano?  
 
En su opinión, ¿Cuáles son los mayores obstáculos que 
enfrentan los civiles al momento de hacer efectivo la facultad de 










2.8 Aspectos éticos 
La presente tesis se realizó con respecto a las normas morales y de orden público, 
así mismo se desarrolló respetando el Derecho de Autor establecido en la Decreto 
Legislativo N° 822, como también aplicando el Código de Ética Profesional respecto 
a los datos obtenidos por los representantes de las entidades financieras. En cuanto 
a las entrevistas, se ha llevado a cabo con la autorización de cada uno de los 
entrevistados, se les explico la finalidad de la entrevista, el objetivo de la presente 
investigación, así como la problemática identificada, a fin de realizarse de la mejor 




documentos para coadyuvar a la elaboración de la tesis y sobre todo se ha 
desarrollado bajo el cumplimiento de las disposiciones vigentes consideradas en el 




















































La descripción de resultados es la etapa de la investigación donde se debe 
interpretar las respuestas, comentarios, análisis de los instrumentos que se 
aplicaron para la recolección de datos que generó aportes a la investigación. Con 
el propósito de la búsqueda de un resultado más amplio a las respuestas mediante 
otros conocimientos disponibles (Otiniano y Benítez, 2014, p.26). 
La presentación de resultados se ordenó de la siguiente manera: en primer lugar, 
los hallazgos obtenidos mediante la aplicación de la técnica de entrevista, en 
segundo lugar, los hallazgos obtenidos mediante la aplicación de la técnica del 
análisis de casos y por último con el profundo análisis jurisprudencial. En los tres 
casos, la información es presentada considerando el orden en que fueron 
propuestos los objetivos de la presente investigación. Bajo esa línea explicativa, se 
procederá a realizar la descripción de resultados que se obtuvo mediante la 
recolección de datos en aplicación de los instrumentos utilizados en la presente 
investigación. 
Consideramos pertinente exponer los datos hallados en el siguiente orden: 
3.1 Descripción de resultados de la Técnica: Entrevista 
A continuación, en la Guía de entrevista, se ha considerado necesario incorporar 
los problemas de investigación en forma de preguntas, con la finalidad de 
determinar la relación existente entre el problema, los objetivos y las interrogantes 
que se va a plantear en la entrevista. 
Respecto al Objetivo General sobre cuán pertinente es mejorar la regulación 
y aplicación del arresto ciudadano. 
Sobre la debida regulación del arresto ciudadano en el artículo 260 del Código 
Procesal Penal. 
Arteaga (2017) señala que el arresto ciudadano se encuentra debidamente 
regulado ya que según el teniente, el articulo explica claramente el procedimiento 
adecuado para ejecutar un arresto ciudadano. El teniente hace hincapié acerca de 




de esta figura es un apoyo para la policía, pero nunca será una sustitución de la 
función policial.  
Asimismo, Arrasco (2017) indica que el arresto ciudadano como figura jurídica se 
encuentra destinada a la aprehensión del sujeto que se encuentre infraganti y como 
tal está debidamente incorporado en el código procesal penal. 
Engels (2017) señala que el arresto ciudadano se encuentra regulado de una 
manera meramente literal mas no de manera correcta ya que la figura del arresto 
ciudadano, debido a  lo complejo de su procedimiento y a la gran responsabilidad 
que acarrea, no debería ser tipificado en solo dos párrafos. 
Del mismo modo, Masías (2017) considera que el arresto ciudadano se encuentra 
vagamente regulado, considera que éste es el motivo por el cual, la figura del 
arresto ciudadano no está siendo acogido por la ciudadanía, considera que al 
promulgarse la norma, tuvo gran acogida e interés y el día de hoy ya no tiene el 
mismo interés entre el pueblo. 
Bazán (2017) expresa que el arresto ciudadano presenta un problema de redacción 
y que esto generan una carga de responsabilidad a la persona que ejecute el 
arresto ciudadano. Indica que el artículo señala al ciudadano como responsable del 
traslado del arrestado y esto no debería ser correcto a su parecer. 
Finalmente, Sembrera y Vite (2017) expresan literalmente que no se encuentra 
debidamente regulado por el artículo 260 del código procesal penal ya que solo 
faculta al ciudadano al ejercer una potestad que pone en riesgo sus vidas y no 
expresa las consecuencias y limitaciones de ésta facultad. 
Sobre si es adecuado que se reglamente el arresto ciudadano mediante Decreto 
Supremo 
Respecto a que si sería adecuado reglamentar el arresto ciudadano mediante 
decreto supremo, los siete entrevistados respondieron afirmativamente, es así que: 
Bazán y Engels (2017) consideran que el arresto ciudadano necesita una mayor 




vinculante, o plenos casatorios. Considera que por la complejidad de la norma 
debería establecerse una regulación que imponga parámetros de beneficios y 
consecuencias al ciudadano ejecutante del arresto ciudadano. 
Vita y Arrasco (2017) indican que la reglamentación de arresto ciudadano le 
brindaría una mejor eficacia a la norma así como otorgarle elasticidad a la misma 
de modo que pueda ser más entendible. 
Así también, Arteaga y Masías (2017) explican que mediante una reglamentación, 
el arresto ciudadano podría ayudar a establecer características, conceptos, plazos 
y hasta procedimientos correctos para la mejor aplicación de la norma.  
Finalmente, Sembrera (2017) basado en la inseguridad ciudadana en la que vive 
nuestro país, opina que sería adecuado reglamentar el arresto ciudadano con el fin 
de que sus lineamientos garanticen protección a la víctima y al ciudadano que 
efectúa el arresto ciudadano. 
Sobre los aspectos en los que se advierte una correcta e incorrecta aplicación del 
arresto ciudadano 
En este aspecto, los entrevistados Bazán, Arteaga, Engels, Sembrera, Arrasco, 
Masías y Vite llegan los consenso de que en los casos en donde se aplicaron la 
ejecución del arresto ciudadano, se constató la flagrancia del hecho delictivo y que 
con ayuda de los vecinos se logró detener al delincuente inculcando como ejemplo 
el compromiso de los vecinos con la lucha contra la delincuencia. 
Como una incorrecta aplicación son los abusos de facultades que efectúan algunos 
civiles y la desprotección de los ejecutantes del arresto, coinciden en que estas 
malas prácticas como las rondas campesinas o la famosa tendencia de “atrapa tu 
choro” se dan debido a la falta de información que se junta con la ira del pueblo por 
la falta de seguridad por parte de la policía nacional.  
 
Respecto al Objetivo Específico 1 sobre cuáles son los obstáculos que 




Arrasco (2017) considera que los mayores obstáculos son la falta de testigos en el 
hecho delictivo, la falta de pruebas por la que muchas veces los delincuentes son 
puestos en libertad en las comisarías y el ciudadano termine denunciado y por 
último, el desconocimiento de la norma y sus alcances. Considera también que los 
ciudadanos no se encuentran debidamente capacitados para poder ejercer su 
facultad en el arresto ciudadano y que el ordenamiento jurídico no protege al 
ciudadano que ejecuta el arresto ciudadano y es así que este puede terminar 
afectado después de la ejecución del arresto ciudadano. 
Arteaga (2017) señala que el principal obstáculo que enfrentan los civiles al 
momento de ejecutar el arresto ciudadano es la falta de preparación física, 
psicológica y de logística. Menciona que el código procesal penal señala un factor 
importante para la correcta aplicación de este arresto es la formulación del acta in 
situ. Señala que el ciudadano desconoce las leyes y las facultades que esta le 
otorga como en el caso del arresto ciudadano y es así que no pueden proceder 
correctamente y por último, que el ciudadano no se encuentra protegido por el 
ordenamiento jurídico ya que la ley no otorga ningún tipo de resguardo policial o 
seguridad sino que muy al contrario, lo obliga a encarar al detenido mediante el 
proceso de entrega y transporte del delincuente exponiéndolo desde un inicio hasta 
el fin de quedar este libre. 
Sembrera (2017) sostiene que los obstáculos de los civiles al momento de efectuar 
un arresto ciudadano inicialmente es el ser victimado, el poner en riesgo su vida y 
a su vez no contar con un seguro para el mismo de existir algún tipo de lesiones 
graves o situaciones peores, la pérdida de tiempo debido a que se necesita que 
esperen a la llegado del fiscal para poder detallar lo sucedido ya que caso contrario 
el arresto habrá sido en vano y el civil puso en riesgo su vida como un saludo a la 
bandera. Afirma que la ciudadanía no está debidamente capacitada para ejecutar 
este arresto dado que desconocen de los delitos por los cuales se pueden efectuar 
el arresto ciudadano, desconoces de falas y delitos y también desconocen el 
concepto o tipos de flagrancia sin lo que no se configuraría un legítimo arresto 
ciudadano. Finaliza acotando que se debería reglamentar la protección de civil por 




Engels (2017) acota que las principales obstáculos para ejecutar un arresto 
ciudadano son la falta de información y capacitación en esta materia, la falta de 
personal policial cerca para el punto del transporte, en si el transporte del 
delincuente ya es un obstáculo, la falta de protección al ciudadano y la falta de 
compromiso de los mismos. Indica que los ciudadanos no están capacitados en 
ningún aspecto para ejecutar un arresto ciudadano ya que desconocen la ley, sus 
atribuciones, beneficios y consecuencias así también la incapacidad de enfrentarse 
físicamente a un delincuente esto sumándose a que el ordenamiento jurídico no 
extiende ningún tipo de protección para el civil ejecutante del arresto ciudadano. 
Bazán (2017) por su parte indica que son muchos los obstáculos ante el civil 
ejecutante del arresto ciudadano, el primero es la falta de conocimiento de la 
facultad que brinda el código procesal penal para ejecutar este arresto ciudadano, 
señala que las personas la ejecutan incorrectamente dado que solo actúan por la 
ira y el impulso, la falta de difusión de la norma es la raíz de lo mencionado. 
Segundo, el modo en el que los ciudadanos se enfrentan a los delincuentes. 
Considera que los esfuerzos por difundir la figura del arresto ciudadano y capacitar 
a la población son bastante pobres y que los pocos que conocen de la norma son 
por sus propio interés, sus propios medios o por su propia iniciativa. Considera que 
el hecho de que el ciudadano sea el responsable de transportar al delincuente lo 
coloca en completa desprotección por parte del ordenamiento jurídico e indica que 
otra desprotección es el contenido del acta de entrega del detenido, l no saber que 
escribir en ella se expone a posibles declaraciones erradas. 
Vite (2017) considera que los obstáculos al ejecutar el arresto ciudadano para los 
civiles son; el mal uso de la fuerza en la detención, falta de información y 
capacitación, la mala actuación del personal de seguridad como lo son el serenazgo 
y la falta de protección jurídica que deja al ciudadano a su suerte para enfrentar a 
las posibles represalias por parte del delincuente. Explica que la población no está 
para nada capacitada para ejecutar correctamente el arresto ciudadano a menos 
que sean dirigentes o pertenezcan a comunas o grupos de vigilancia al no estar 




Por último, Masías (2017) señala que existen obstáculos porque los ciudadanos 
nunca fueron educados o capacitados de manera correcta en materia de arresto 
ciudadano y al no conocer estas facultades terminan abusando de la fuerza o 
siendo víctimas de ella, considera que solo los dirigentes o personal capacitada en 
seguridad ejecuta correctamente el arresto ciudadano pero que la población en si 
no se encuentra debidamente capacitada, aun así, existen serenzgos que tampoco 
están capacitados para tal tarea. Con respecto a la protección del ordenamiento 
jurídico hacia el civil, afirma que no existe protección alguna y que a causa de ello 
es que la  mayoría prefiere no ganarse pleitos gratis. 
Respecto al Objetivo Específico 2 sobre determinar cuáles son los 
lineamientos necesarios para mejorar la regulación y aplicación del arresto 
ciudadano. 
 Masías (2017) indica que los lineamientos necesarios deberían ser la estipulación 
de pautas concretas del correcto procedimiento del arresto ciudadano, explicar las 
situaciones de cómo, cuándo y porque motivos se puede efectuar, solicita 
capacitación, orientación y difusión. Para viabilizar estos lineamientos considera 
como primera clave una adecuada reglamentación con reglas claras, así como la 
creación de políticas públicas a favor de la defensa personal para salvaguardar a 
los ciudadanos y la difusión en colegios, universidades y centros de trabajo. Con 
respecto a que el arresto ciudadano forma parte de las funciones de los serenazgos 
municipales, Masías señala que primero se debe aclarar las funciones de este 
personal de seguridad y luego brindar información para que puedan actuar 
correctamente. 
Vite (2017) considera que los lineamientos necesarios serian primero, precisar lo 
que significa la palabra arresto, establecer la condiciones y circunstancias del 
arresto ciudadano, establecer los límites del uso de la fuerza e estos casos, 
estipular un tiempo de traslado del delincuente y establecer las responsabilidades 
en las que incurran los ciudadanos si abusan de su atribución. Para viabilizar estos 
lineamientos considera necesario la reglamentación de la norma, la creación de 
políticas públicas de promoción de seguridad ciudadana y la instrucción de 




serenzagos y brindarles la facultad de ejercer el arresto ciudadano como función, 
considera que si sería un buen lineamiento pero que para ello debería establecerse 
un reglamento único para el actuar de este personal que detalle el proceso 
administrativo desde la forma de proceder hasta su actuación. 
Bazán (2017) considera que para mejor la regulación es necesario un cambio 
normativo  de las líneas del párrafo donde señala que el vecino   es el responsable 
de transportar al delincuente a la comisaría más cercana, debería existir una norma 
con rango de ley que permita modificar este párrafo  y deje abierta la posibilidad de 
que el policía sea el encargado de apersonarse a la escena del hecho delictivo. 
Segundo, mediante  acuerdos plenarios, precedentes vinculantes o reglamento se 
deben mejorar los parámetros del acta, estipular que se debe y lo que no se debe 
escribir en ella y por último, mejorar la información, difusión y capacitación  en 
materia de arresto ciudadano. Para viabilizar estos lineamientos considera que es 
necesario hacer uso del Sistema Nacional de Seguridad Ciudadana y del Consejo 
Nacional de Seguridad Ciudadana dado que ellos están comprometidos con el 
Ministerio del Interior quien a su vez es responsable de la seguridad del país. Así 
se podrán organizar los entes del estado junto con el consejo regional, provincial y 
distrital para unir una sola fuerza. Y con respecto a que podría ser función del 
serenzago el arresto ciudadano, Bazán considera necesario llenar los vacíos de la 
norma respecto a este tipo de personal de seguridad y no les otorgaría dicha 
facultad debido a la falta de homogeneidad que existe en los procesos de selección 
para el personal de seguridad en las diversas municipalidades y a eso se le suma, 
la falta de homogeneidad en los regímenes laborales en los que son contratados. 
Esto genera que existan personales de seguridad totalmente capacitados, tanto en 
educación como en ética como también personal totalmente carente de todo tipo 
de capacidad. Es por esta diferencia y hasta que no exista un único proceso de 
selección y de régimen laboral que no se puede ni se debe otorgar esta facultad a 
personal de serenzago. 
Engels (2017) aporta  que un lineamiento necesario para la correcta aplicación del 
arresto ciudadano es la reglamentación de la norma como se hizo en su momento 
con las rondas campesinas y muchas otras  así como la información y capacitación 




parámetros y condiciones de proceso del arresto ciudadano, con respecto a la 
función del serenazgo, considera que lo primordial para ellos es establecer para 
quienes trabajan, saber si son servidores públicos, si actúan bajo sus funciones o 
si podrían ser considerados como civiles, recién después de tener claras esas ideas 
se podría analizar el punto del arresto ciudadano como función del serenazgo. 
Sembrera (2017) indica que los lineamientos necesarios son un posible reglamento 
que precise las garantías de protección el ciudadano arrestante, precisar la entrega 
al término de la distancia, normar que la comunicación tenga que ser inmediata y 
la concurrencia del ministerio público. Para viabilizarla considera necesario una 
reglamentación clara y oportuna ya que sin garantías no habrá eficacia de la norma 
como vino ocurriendo, considera que lo que los pobladores necesitan es seguridad 
por parte del ordenamiento jurídico. Con respecto a los serenzgos y sus funciones, 
considera que si debería ser parte de sus funciones dado que han demostrado ser 
eficaces en sus intervenciones, asimismo, se sabe que la mayoría de ellos son 
posibles ex policías, ex efectivos de las fuerzas armadas etc. y ellos conocen de 
las leyes y coadyuvan a la seguridad ciudadana. 
Arteaga (2017) por su parte, considera que un lineamiento principal debería ser el 
de prestar un resguardo policial o personal de seguridad al ciudadano desde el 
principio hasta el fin del juicio para que este sienta la seguridad al brindar sus 
declaraciones y poder presentarse la veces que sean necesarias al juzgado para 
ratificarse o desmentir los hechos suscitados. También preparar a los ciudadanos 
mediante charlas en comisarías y municipalidades para que tomen concomiendo 
de los factores que deben tener en cuenta al momento de ejecutar un arresto 
ciudadano y que el estado apoye estas capacitaciones mediante el personal 
efectivo del cuerpo de la policía nacional. Todo esto viabilizado mediante un 
reglamento y la creación de políticas públicas de orientación y capacitación a la 
ciudadanía. Señala que uno de los puntos que el estado debe tener en cuenta es 
que el personal de serenzgo debe estar adecuadamente instruido en los procesos 
de intervención o en su defecto, aumentar la cantidad de efectivos policiales por 




Por último, Arraso (2017) recomienda que el arresto ciudadano se ejecute por un 
mínimo de dos personas, ya sea como testigo o ejecutante para así salvaguardar 
los intereses del ciudadano y del estado, inmediatamente la disposición de las 
municipalidades y responsables para la entrega inmediata de videos de cámaras 
de seguridad en los espacios públicos como obligatoriedad, para viabilizarlo 
recomienda el reglamento de la normativa y considera que los serenos no están 
impedidos de ejecutar un arresto ciudadano por lo tanto están en facultades de 
llevarlo a cabo. 
3.2 Descripción de resultados de la Técnica: Encuesta 
A continuación, en la Guía de encuesta, se ha considerado necesario incorporar los 
problemas de investigación en forma de preguntas claras, sencillas y directas, con 
la finalidad de determinar la relación existente entre el problema, los objetivos y las 
interrogantes que se va a plantear en la encuesta. 
Respecto al Objetivo General sobre cuán pertinente es mejorar la regulación 
y aplicación del arresto ciudadano. 
 
 
De 15 entrevistados, 13 cuentan con estudios superiores,  
1 con estudios secundarios y 1 con estudios primarios. 
 











De 100% entrevistados, el 67% manifestó que si fue víctima de 
 la delincuencia mientras que un 33% manifestó que no. 
 
❖ De ser afirmativa tu respuesta, ¿fuiste auxiliado por algún testigo del 
incidente? 
Del 100% de encuestados (10 personas), el 10% pudo 






¿Fuiste víctima de la 














❖ De ser negativa tu respuesta, ¿alguna vez auxiliaste a alguna 
persona que estaba siendo víctima de la delincuencia en tu distrito? 
Del 100% de entrevistados (5 personas), el 20% auxilió 
 alguna vez a una persona víctima de la delincuencia. 
 
❖ ¿Cuánto conoces del concepto de flagrancia? 
 
Del 100% de los entrevistados, el 52% conoce poco del concepto de flagrancia, el 37% conoce mucho y 






¿Alguna vez auxiliaste a una persona 

















❖ ¿Sabes quienes pueden ejecutar una detención por flagrancia? 
Del 100% de entrevistados, el 54% considera que la detención por flagrancia es ejecutado por los policías, el 
33% por cualquier persona, el 13% por los fiscales y el 0% por personal de serenazgo. 
 
 
❖ ¿Sabes que es el arresto ciudadano? 
 
Del 100% de entrevistados, el 53% considera que es el arresto por parte de la policía en flagrante delito, el 
27% cree que es el arresto del ciudadano en flagrante delito y el 20% cree que es la pena privativa de libertad 


































❖ ¿Alguna vez recibiste alguna información por parte de alguna 
autoridad acerca del arresto ciudadano? ¿cuál autoridad? 
Del 100 de entrevistados, el 100% señala que nunca 
 recibió algún tipo de información acerca del arresto ciudadano. 
 
❖ Según el código procesal penal: Artículo 260   Arresto Ciudadano 
¿Crees que se hace efectiva la figura del arresto ciudadano? 
 
Del 100% de los entrevistados, el 53% considera que casi nunca se hace efectiva la figura del arresto 




















❖ ¿Crees que es una medida que traería beneficios o consecuencias a 
los ciudadanos del distrito? 
Del 100% de entrevistados, el 87% considera que la figura del arresto ciudadano traería consigo beneficios 
mientras que el 13% considera que traerían consecuencias. 
 
 
3.3 Descripción de resultados del análisis de Derecho comparado 
 
El documento a continuación analizado respecto del Objetivo Específico 2 para 
determinar cuáles son los lineamientos para mejorar la regulación y aplicación del 
arresto ciudadano podemos brindar los siguientes resultados: 
 
El arresto ciudadano en Brasil y Colombia, al igual que en nuestro país, se 
encuentra regulado en los Códigos Procesales o de Procedimientos Penales, se 
encuentran claramente estipulados en pequeños artículos en los que se subdividen 
de manera correcta en la tipificación de la norma y capítulos siguientes, los 
supuestos y el procedimiento. Asimismo, en los Estados Unidos de América, si bien 
es cierto que cada Estado regula con distintos parámetros la figura del CItizen's 
arrest, todos tienen como finalidad, arrestar a todo aquel que perturba o amenaza 
con perturbar la paz. Aun con varios modos de poder regular el CItizen's arrest, 











Podemos concluir con esto que en necesario una correcta estipulación no solo de 
la norma como tal, sino de la explicación de los conceptos necesarios, de los 
supuestos y el debido procedimiento a seguir para la correcta y homologada 



































































4.1. En el análisis de las Entrevistas 
De las entrevistas realizadas se realiza el siguiente análisis siguiendo la 
metodología acorde a cada objetivo de la investigación. 
Según el objetivo general de determinar cuán pertinente es mejorar la 
regulación y aplicación del arresto ciudadano. 
 
A continuación: Arteaga (2017) ha manifestado que el arresto ciudadano se 
encuentra debidamente regulado en el artículo 260 del Código Procesal Penal y 
que este explica de manera clara y detenida el procedimiento del arresto ciudadano 
de inicio a fin, asimismo Arrasco (2017) considera que el arresto ciudadano está 
reglamentado conforme a ley y debidamente incorporado en el  Código Procesal 
Penal.  
 
Sin embargo, Masías y Bazán (2017) exponen que la regulación textual del arresto 
ciudadano cumple solo con las formalidades de forma más no de forma debido a 
su vaga explicación, vacíos legales y a los errores literales que se encuentran en 
los párrafos que pretenden explicar la figura del arresto ciudadano. 
 
Lo antes dicho por los entrevistados no toma en cuenta lo mencionado por 
Sembrera, Vita y Engels (2017) quienes sustentan que el arresto ciudadano no se 
encuentra debidamente regulado en dos párrafos de un artículo del Código 
Procesal Penal debido a lo compleja que es la norma en mención, a las 
consecuencias y los parámetros que deberían existir para su correcta aplicación. 
 
Por otro lado, según lo analizado el derecho comparado, en las legislaciones de 
Brasil, Colombia y México respecto al arresto ciudadano, no existe en ellos una ley 
específica fuera de los códigos penales o procesales penales que se extiendan en 
materia de arresto ciudadano, sin embargo, sus artículos regulatorios del arresto 
ciudadano son lo suficientemente claros y extensos como para poder advertir un 
procedimiento correcto al momento de ejecutar un arresto ciudadano. 
 
Por lo antes mencionado considero que si bien es cierto, la figura del arresto 




vaga y contiene muchos vacíos que dejan a una suerte de azar una correcta 
ejecución y con ello transforma a la norma en una que no cumple el fin con el que 
fue emitida.  Por ello a mi opinión es necesaria una mejor regulación del arresto 
ciudadano dado que no se encuentra debidamente regulada en el artículo único 
que contiene el Código Procesal Penal 
 
Por lo antes mencionado podemos apreciar que la principal carencia que tiene la 
norma es la declaración de un debido procedimiento del arresto ciudadano, para 
una que la norma sea eficaz tal como lo señala Caro (2010) en su investigación 
titulada “La detención y el Arresto ciudadano en Latinoamérica” donde se concluye 
que el arresto ciudadano tiene como fin el combatir directamente a la delincuencia 
desde la raíz y con mano de obra que salga de la misma población.  
 
Arrasco y Masías (2017) consideran que la reglamentación de la figura del arresto 
ciudadano seria correcta y necesaria  aunque por lo visto en el derecho comparado 
no es necesario. Bazán (2017) señala que reglamentar el arresto ciudadano 
ayudaría al poder estipular parámetros para la ley, para los ejecutantes y para los 
detenidos, por medio de ella se elastizaría la norma y así se podría llegar a cubrir 
vacíos legales. 
 
Personalmente, estoy a favor de una reglamentación que estipule los parámetros, 
los beneficios y consecuencias que trae consigo esta facultad. 
 
Según el objetivo específico 1 de conocer cuáles son los obstáculos que 
enfrentan los civiles al momento de hacer efectivo la facultad de ejecutar un 
arresto ciudadano. 
 
Para este punto debemos mencionar que Capira (2014) en su trabajo de 
investigación cuestionó mucho el hecho de la falta de información y capacitación 
por parte de la población en materia de arresto ciudadano indicando que esto 
acarreaba consecuencias jurídicas contra los ejecutantes debido a que 
desconocían la facultad que les entregada el artículo 260  del Código Procesal 




Los entrevistados, todos, Vite, Masías, Sembrera, Arteaga, Bazán, Arteaga y 
Engels coinciden en que el ciudadano afronta el mayor obstáculo para ejecutar un 
arresto ciudadano debido a la falta de información y capacitación. 
 
Así, Bazán, afirma que los ciudadanos no se encuentran capacitados de ninguna 
manera para poder hacer frente a los delincuentes que podrían desafiar al momento 
de ejecutar un arresto ciudadano, que el estado no otorga los mecanismos 
necesarios para poder capacitar a la población en materia de seguridad ciudadana. 
 
En ese sentido, Baca (2014) critica a la figura del arresto ciudadano como 
inconstitucional, tanto por sus vacíos en la misma norma como por ejemplo cuando 
indica que no se debe privar de la libertad al arrestado pero se lo trasporta a la 
entidad policial más cerca, entonces su pregunta es, ¿se transporta a alguien sin 
introducirla en algún ambiente cerrado?, ¿acaso el arrestado irá por su propia 
voluntad?, ¿el llevarlo contra su voluntad ya no implica privarlo de su libertad?. 
 
A mi punto de vista, los obstáculos que enfrentan los ciudadanos son las 
consecuencias de la falta de supervisión a las entidades responsables de la 
seguridad ciudadana en nuestro país, el ministerio del interior tiene bajo sus alas 
un consejo y una dirección de seguridad ciudadana y ninguna de ella es lo 
suficientemente capaz de organizar charlas municipales , locales o provinciales en 
materia de seguridad o inseguridad aun cuando son ellos los que día a día se 
capacitan para luchar contra la delincuencia. 
 
Sobre si el ordenamiento jurídico ampara o protege al ciudadano ejecutante del 
arresto ciudadano, tanto investigadores como entrevistados podemos observar con 
claridad que el ordenamiento jurídico no pudo regular de manera correcta el 
procedimiento que se debe realizar al momento de ejecutar el arresto ciudadano y 
que más aun, se olvidó de que esta figura pone en peligro la vida, salud o integridad 
del ejecutante, no mencionó los parámetros de la fuerza y tampoco brindo 






El ordenamiento jurídico, señala Bazán y Sembrera (2017) no solo se olvidaron de 
cuidar la seguridad del ciudadano, sino que muy por el contrario, lo hicieron 
responsable del traslado de un sujeto que cometió un hecho delictivo, que seguro 
se resistió al arresto y que usará toda su fuerza para darse a la fuga.  
 
La constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos señala literalmente que 
el ciudadano que aprehende a otro, llamará a la policía o a la autoridad competente 
para que este se apersone y pueda trasladar al arrestado, de este modo el Estado 
mexicano protege a sus ciudadanos, al ejecutante y al arrestado sin embargo en el 
Perú, según Diez (2009) el ciudadano termina siendo presa del arrestado de inicio 
a fin de proceso.  
 
Diez (2009) acota que no solo el ciudadano está desprotegido por el ordenamiento 
jurídico, también se tiene en riesgo la integridad y hasta la vida de las personas 
arrestadas según los noticieros diarios, rondas campesinas que cansadas de la 
ausencia de la autoridad hacer justicia por sus propias manos, sin embargo, no muy 
lejos de esa perspectiva de agresividad pueblerina, en la ciudad, señala Arteaga 
(2017) los Limeños cansados de que les arranchen sus celulares, carteras y hasta 
autos pusieron en marcha sus iniciativa “chapa tu choro y déjalo cojo” 
 
Concluyo con que claramente el ordenamiento jurídico no solo desprotege al 
ciudadano, sino que mediante normas incompletas, expone a aquellos que debería 
cuidar.  
 
Según el objetivo específico 2 de determinar cuáles son los lineamiento para 
mejorar la regulación y aplicación del arresto ciudadano. 
 
Sobre cuáles serían los lineamientos necesarios para mejorar la regulación y 
aplicación del arresto ciudadano: 
 
Cifuentes (2009) en su investigación titulada “El nuevo modelo penal de la 
seguridad ciudadana”  recalca los alcances del derecho penal en materia de 




ser cubiertos en la norma del arresto ciudadano si es que el ejecutivo se tomara la 
molestia de revisarla.  El arresto ciudadano necesita como primer lineamiento una 
revisión profunda que identifique las debilidades de esta norma y exponga sus 
fortalezas para poder ejecutarla adecuadamente.  
 
Arrasco (2017) pensando en lo anteriormente discutido, en la seguridad del 
ejecutante del arresto ciudadano considera que el arresto ciudadano debería ser 
aplicado mínimo por dos personas, esto con el fin de poder tener un apoyo, para 
poder cuidar y salvaguardar la seguridad de ambas partes, interesante iniciativa 
que debería ser estudiada a profundidad. El acceso inmediato de los videos de 
seguridad de cámaras públicas son piezas claves en este tipo de arrestos en 
flagrancia, sin embargo son el tramite más engorroso por lo que a veces nunca 
llegan a manos de la autoridad, por el tiempo o porque la parte interesada ya las 
obtuvo a cambio de un pequeño donativo, lamentable pero cierto. Arrasco (2017) 
señala que la entrega inmediata de los videos de cámaras de seguridad de servicio 
público deberían ser obligatorias.  
 
Arteaga (2017) por su parte considera necesario que el arrestante cuente, de inicio 
a fin del proceso con un resguardo policial o seguridad para poder viabilizar la 
denuncia fiscal de ser necesario.  De esta manera no existirían excusas para poder 
presentarse las veces que sean necesarias a la autoridad policial para rendir 
declaración y afirmarse en las ya dadas. 
 
Por su parte, Bazán, especialista en defensa legal, considera que una estrategia 
por parte de los entes responsables serían los lineamientos competentes para 
poder lograr la eficacia de la norma. Recomienda una estrategia local, nacional, 
provincial, regional para difundir la figura del arresto ciudadano para que la 
población esté preparada para aplicarla y para que los actores del sistema de 
justicia, policías, fiscales etc., apliquen la figura y no terminen involucrando a los 
pobladores en próximas denuncias hacia ellos. 
 
Por mi parte, debo mencionar que los lineamientos necesarios son básicos, 




tiempo, deslinde de responsabilidad por parte del ciudadano con respecto al 
traslado del delincuente y una medida de capacitación a la población (difusión) 
 
Respecto a cuál sería el medio para viabilizar estos lineamientos, en la presente 
investigación se mencionan muchas. Sin embargo todas concuerdan en una 
principal, la reglamentación de la norma. 
 
Por último, sobre si uno de los lineamientos podría ser que el arresto ciudadano 
forme parte de las funciones del servicio de serenazgo de cada municipalidad: 
 
Acerca de esto, Torres (2016) realizó una investigación acerca del papel que realiza 
el serenazgo de Surco juntamente con los comisarios durante el año 2014. El 
objetivo fue  analizar la coordinación con la que trabajaban los serenos y los 
comisarios y resultante de ello una de las conclusiones es que el arresto ciudadano 
se ejecuta mejor cuando ambas partes trabajan en coordinación pero, al respecto 
de serenos, si bien textualmente la norma no prohíbe a los serenos, tampoco les 
da carta libre, la problemática según Bazán (2017) es que las municipalidades no 
mantienen una homogeneidad al momento de contratar a los personales que 
trabajan como serenos, es así que encontramos a personas que trabajan como tal 
porque participaron en un concurso público y a méritos de estudios y éticos, 
lograron obtener los puestos pero también encontramos a quienes están en los 
puestos como respuesta a deudas de favores. 
 
Considero que hasta que no se regule el actuar del personal de serenazgo, hasta 
que no se encuentren todas las entidades bajo la misma línea de seguridad no se 
debe entregar facultades tan grandes como estas, si de por si el ser personal de 
seguridad ya te impone una vestidura de respeto, autoridad y fuerza, no nos 



















































































Se concluye que la incorporación del arresto ciudadano al Código Procesal Penal 
es un aporte positivo que busca que la población sea parte de la lucha contra la 
delincuencia y la inseguridad ciudadana, sin embargo, la misma presenta muchas 
deficiencias, errores de redacción, vacíos legales y una mala carga de 
responsabilidad al ciudadano ejecutante del arresto ciudadano, debido a ello, a la 
fecha la figura del arresto ciudadano no tiene el mismo impacto con el que promulgó 




Se identificaron los principales obstáculos que enfrentan los ciudadanos al 
momento de ejecutar el arresto ciudadano siendo el principal la falta de información 
seguido por falta de capacitación ante una situación de fuerza al momento de 
ejecutar un arresto ciudadano. En segundo plano y con la misma importancia, la 
falta de literalidad de la norma al explicar los supuestos, procedimientos, beneficios 
y consecuencias del arresto ciudadano 
 
Tercera: 
Se concluye que los lineamientos necesarios para mejorar la regulación y aplicación 
del arresto ciudadano se basan en el cambio normativo de las líneas o párrafos del 
artículo 260 de código procesal penal para que estos marquen parámetros en el 

















































Se recomienda al poder ejecutivo, dar mayor atención y revisión a la regulación del 
arresto ciudadano dado que es una norma positiva para la lucha contra la 
delincuencia que hace uso de la actuación y colaboración de la ciudadanía lo que 
implica menos gastos para el Estado que podría servir capacitar a la población.  
 
Segunda:  
Se recomienda al Poder Ejecutivo que cree políticas públicas en materia de 
seguridad y arresto ciudadano y mejorar el acceso a la información de la misma 
haciendo uso de sus facultades para ordenar a los entes encargado una difusión 
masiva y correcta en todos los lugares donde existan personas capaces de 
ejecutar un arresto ciudadano, sean colegios, universidades y por qué no centros 
de trabajo.  
 
Tercera: 
Se recomienda al poder ejecutivo Reglamentar el arresto ciudadano mediante 
Decreto Supremo en el cual se observe con claridad cuál es el fin y objetivo de la 
norma, se señalen conceptos y  se estandaricen las facultades y obligaciones de 
las personas que participen en el arresto ciudadano así como el debido 
procedimiento deslindando de responsabilidad de transportación al ejecutante del 


















































Bazán Seminario, C. (2017). Entrevista realizada el 28 de Junio, al ex coordinador 
especialista en seguridad ciudadana del área legal del Instituto de Defensa 
Legal. 
Vite Torre, O. (2017). Entrevista realizada el 25 de Junio, al Fiscal Adjunto Provincial 
de la Región Callao 
Sembrera Campos, W. (2017). Entrevista realizada el 27 de Junio, al Sub Oficial de 
Segunda de la Policía Nacional del Perú 
Masías Ríos A. (2017). Entrevista realizada el 25 de Junio, al al Fiscal Adjunto 
Provincial de la Región Callao 
Engels De Tomas, V. (2017). Entrevista realizada el 27 de Junio, al Comandante 
de la Policía Nacional del Perú 
Arteaga Castro, W. (2017). Entrevista realizada el 26 de Junio, al Teniente de la 
Policía Nacional del Perú 
Arrasco, C. (2017). Entrevista realizada el 25 de Junio, al abogado Titulado y 




Constitución Política del Perú de 1993.  
Constitución Política del Perú de 1979.  
Constitución Política del Perú de 1993.  
Constitución de los estados unidos mexicanos 1917 
Código Penal del Perú de 1991 
Código Procesal Penal del Perú de 2004 
Código de procedimiento penal colombiano modificado en el 2011 







Reglamento de la ley de rondas campesinas decreto supremo Nº 025-2003-JUS 
Ley N° 28587.  
Fuente Bibliográfica 
  
Abanto, W. (2013). Diseño y desarrollo del proyecto de investigación. Lima: Escuela 
de Postgrado UCV. Obtenido de http://investigacionpostgradoucv.bligoo.pe/: 
http://investigacionpostgradoucv.bligoo.pe/media/users/26/1300127/files/4011
77/GU_A_DE_DISE_O_Y_DESARROLLO_DE_TESIS.pdf 
Águila, J. (2000). Derecho Bancario (2 ed.). Madrid: Revista Jurídica De La 
Universidad Autonóma De Madrid. 
Arias, F. (2012). El proyecto de investigación: Introducción a la metodología 
científica. (6ta ed.). Caracas: Editorial Episteme. 
Bazan cerdan, Fernando: El Arresto Ciudadano y la Cadena Ponderal, Lima. 2009 
en: www.projur.org/el-arresto-ciudadano.doc 
Behar, D. (2008). Metodología de la Investigación. Editorial Shalom. 
Bernal, C. (2010). Metodología de la Investigación (3 ed.). Colombia: Pearson 
Educación. 
Calderon, J., & Alzamora,, L. (2010). Investigación científica para la tesis de 
postgrado. United States: LULU International. 
Carneiro, Cepeda, Távara y Velásquez. Guía PUCP para el registro y Citado de 
fuentes documentales. Lima: fondo de la Pontificia Universidad Católica del 
Perú.   
Chanamé, R. (2009) Comentarios a la Constitución. (5ta edición): Juristas. Lima. 
 




De la Cuesta, C. (2016). Estrategias cualitativas más usadas en el campo de la 
salud. Nure Investigación. 





Espinoza, J. (2008). Derecho de las personas. (5ta edición): Rodha. Lima. 
Galvez Villegas, Tomas, RABANAL PALACIOS, William y CASTRO TRIGOSO, 
Hamilton: El Código Procesal Penal, Jurista Editores, Lima, 2008.  
García, V. (2014).La Teoría del Estado. (2da Edición): Adrus srl.  Lima 
Gonzales, M. (2002). Aspectos éticos de la investigación cualitativa.  
   Recuperado de rieoei.org/rie29a04.PDF. 
Gran Diccionario Jurídico. ARA Editores. Lima. 2004.  
Hernández Sampieri, R., Fernández, C., & Baptista, P. (2006). Metodología de la 
Investigación (4 ed.). México: MCGraw-Hill. 
Hernández, J., Almirall, P., & & Gravalosa, A. (2011). Caracterización del 
presupuesto para los proyectos de investigación. Obtenido de 
http://bvs.sld.cu/revistas/rst/vol12_2_11/rst08211.htm. 
Hernández, R., Fernández, C., & Baptista, P. (2014). Metodología de la 
Investigación. México: Interamericana Editores. 
Hernández, R., Fernández, C., & Baptista, P. (2010). Metodología de la 
Investigación (5 ed.). México: Interamericana Editores. 
Javier villa stein, Derecho Penal, Parte Especial, Editorial San Marcos, Primera 
Edición, Lima-Perú, 1997.  
López, A. (s/f). Introducción a la Investigación Cualitativa. España: Universidad de 
Granada. 
Ludeña, G. (2011). Cuaderno de metodología de la investigación. Lima: Fondo de 
la Universidad Cesar Vallejo. 
 
Martínez, H., & Ávila, E. (2009). Metodología de la Investigación. México: Cengage 
Learning Editores. 
Metelli, F. (2004). Basilea 2 Che Cosa Cambia. Milano: Edita IL Sole 24 Ore. 
Monje, C. (2011). Metodología de la investigación Cuantitativa y Cualitativa. 




Namakforoosh, M. (2006). Metodología de la Investigación. México: Limusa Noriega 
Editores. 
Ñaupas, H., Mejía, E., Novoa, E., & Villagómez, A. (2014). Metodología de la 
Investigación Cuantitativa – Cualitativa y Redacción de Tesis (4 ed.). Bogotá: 
Ediciones de la U. 
Otiniano, N., & Benites, S. (2014). Instrucciones para la elaboración de Proyectos 
e Informes de Tesis. Lima: Dirección de Investigación de la Universidad César 
Vallejo. 
Ponce de León, L. (2011). Metodología del Derecho. México: Porrúa. 
Ponce de León, L. (s/f). Metodología de la Investigación científica del Derecho. 
Investigaciones Jurídicas de UNAM, 61-83. 
Ramírez, A. (2014). Metodología de la Investigación Científica. Pontificia 
universidad javeriana. 
Ramírez, A. (s/f). Metodología de la Investigación Científica. Colombia: Pontificia 
Universidad Javeriana. 
Rosas yataco, Jorge: Derecho Procesal Penal. Jurista Editores, Lima. 2005  
Ruiz, R. (2007). El Método Científico y sus Etapas. México: Eumet. 
SANCHEZ VELARDE, Pablo: El Nuevo Proceso Penal, IDEMSA, Lima. 2009 
Artículo 260º NCPP: Arresto Ciudadano. 
Salgado, A. (2007). Investigación Cualitativa: diseños, evaluación del rigor 
metodológico y retosW. Lima: Universidad de San Martín de Porres. 
Silva, M. (2013). Guía de Metodología de la Investigación. Trujillo: Oficina de 
Investigación. 
Solis E., A. (2008) Metodología de la Investigación Jurídico Social. Lima, Perú 
 
Terrones, E. (1998). Diccionario de Investigación Científica (1 ed.). Lima: A.F.A. 
Editores Importadores. 





Torres Alvarez M. (2016) Tesis para optar el grado de Magíster en Ciencia Política 
y Gobierno con mención en Políticas Públicas y Gestión Pública de la 
Escuela de Gobierno y Políticas Públicas de la PUCP. “Título de la tesis “El 
arresto ciudadano en el Distrito de Santiago de Surco. Un análisis de la 
coordinación entre los Comisarios y el Serenazgo durante el año 2014” 
Valderrama, S. (2015). Pasos para elaborar proyectos de investigacion cientifica. 
Lima: San Marcos. 






































































































Anexo 2: Validación de los instrumentos 
 








Yo Mayra Victoria Dávila Bustamante identificado con DNI Nº 45136159, alumno(a) 
de la EP de Derecho, a usted con el debido respeto me presento y le manifiesto: 
Que siendo requisito indispensable el recojo de datos necesarios para la tesis que 
vengo elaborando titulada: “El arresto ciudadano: un análisis de su pertinencia y 
aplicación”, solicito a Ud. Se sirva validar el instrumento que le adjunto bajo los 




- Ficha de evaluación 





A usted, ruego acceder mi petición. 
 
 
Lima,……………….. de 2017 
 
……………………………………………… 






     Validación de instrumento de   




VALIDACIÓN DE INSTRUMENTOS 
 
I. DATOS GENERALES  
1.1. Apellidos y Nombres:…………………………………………… 
1.2. Cargo e institución donde labora:………………………………………………………… 
1.3. Nombre del instrumento motivo de evaluación:……………………………………………… 
1.4. Autor(A) de Instrumento:……………………………………………………………………… 
II. ASPECTOS DE VALIDACIÓN  
 
III. OPINIÓN DE APLICABILIDAD  
- El Instrumento cumple con  
los Requisitos para su aplicación  
  
- El Instrumento no cumple con  
Los requisitos para su aplicación  
  
 





Lima,……………………………….…… del 2016 
 
                                                                                                                          
 
_______________________________ 
     FIRMA DEL EXPERTO 
INFORMANTE 
 

















































































































































































































































































































































































































































LA REGULACIÓN DEL ARRESTO CIUDADANO: UN 
ANÁLISIS DE SU PERTINENCIA Y APLICACIÓN 
PROBLEMA 
GENERAL 




1.- ¿Cuáles son los obstáculos que enfrentan los civiles al 
momento de hacer efectivo la facultad de ejecutar un 
arresto ciudadano? 
2.- ¿Cuáles son los lineamientos para mejorar la regulación 
y aplicación del arresto ciudadano? 
SUPUESTOS 
JURIDICOS 
Es pertinente  mejorar la regulación  para una adecuada 




1.- Los obstáculos que enfrentan los civiles al momento de 
hacer efectivo la facultad de ejecutar un arresto ciudadano 
son:  
• Falta de conocimiento en materia de arresto 
ciudadano 
• Falta de protección jurídica para los civiles 
ejecutantes del arresto ciudadano 
• Ausencia de personal de seguridad o agente policial 
cerca del lugar del delito 
• Represalias por parte de los detenidos después de 
haber sido puestos en libertad 
Posibles denuncias por parte del detenido (pasan de 
demandantes a demandados) 
2.- Los lineamiento para mejorar la regulación y aplicación 




• Reglamentar la Ley n° 29372 mediante decreto 
supremo. 
• Establecer los parámetros del debido procedimiento 
del arresto ciudadano. 
• Brindar seguridad jurídica a los civiles en materia de 
arresto ciudadano. 
• Limitar las facultades de los civiles en materia de 
arresto ciudadano. 
• Establecer los derechos de los detenidos mediante 
el arresto ciudadano. 
• Capacitar a la población ( Policía Nacional del Perú 
y Municipalidades) en materia de arresto ciudadano 
y seguridad ciudadana.  
OBJETIVO 
GENERAL 
Determinar cuán pertinente es mejorar la regulación y 
aplicación del arresto ciudadano. 
OBJETIVOS 
ESPECÍFICOS 
1.- Conocer cuáles son los obstáculos que enfrentan los 
civiles al momento de hacer efectivo la facultad de ejecutar 
un arresto ciudadano. 
2.-  Determinar cuáles son los lineamiento para mejorar la 






















Anexo 4: Entrevistas realizadas 
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